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			A toda esa gente que ha luchado, desde posiciones diversas, por una España mejor, más justa y más libre, allá donde le haya tocado estar y en el período que le haya tocado vivir.


			A todos/as los alumnos/as que han llenado de vida las aulas en estos años, sin saber muy bien para qué les servía la Historia.


			A los que enseñan y escriben sobre una materia que es mucho más que una asignatura y que un libro.


		




		

			Prólogo


			Es relativamente frecuente la aparición de monografías y manuales sobre Historia Contemporánea. La mayoría tienen como objetivo ayudar a preparar temas para oposiciones, ya que los manuales que utiliza el alumnado de Bachillerato vienen elaborados por las editoriales dedicadas a este sector de la población. Por otra parte, los manuales escritos por especialistas que tienen como destinatario al alumnado universitario suelen enfocar más algunos ámbitos y, generalmente, están repletos de citas eruditas y documentales. Así, la originalidad del trabajo de Andrés Prados viene dada por su difícil encuadramiento en las dos líneas citadas y, sin embargo, es oportuno para ambos sectores destinatarios citados. Ello se debe a que no es frecuente que un historiador que termina siendo docente —con el trabajo, la implicación y responsabilidad que conlleva—, se preocupe y dedique un tiempo bastante dilatado —este trabajo demuestra que lo ha sido— para cuestionar, reflexionar y provocar el pensamiento crítico del alumnado, y tratar de transmitirlo aún más allá de las aulas donde trabaja.


			El autor valora este texto como apuntes que ha ido juntando a lo largo de varios años. Quien no lo conociera personalmente y no supiera de sus inquietudes como profesor y como persona, amante del progreso y las libertades; quien no le hubiera observado implicado en actividades académicas que van más allá de su deber y en otras que ocasionan trabajo y presiones más que beneficios materiales, no comprendería ni el estilo de sus planteamientos ni el objetivo de ofrecerlo como aportación desinteresada para la reflexión y el debate general. Ya el hecho de cuestionar formas y contenidos de los textos que vienen dados en los programas académicos y en los libros de texto y ofrecer otra cosa es motivo de esperanza, en lo académico y en lo social.


			Decir otra cosa es decir una alternativa a la historia equidistante (que se justifica en igualar a personajes y clases sociales confrontadas), amable (que no se detiene ante los aspectos más desagradables de la sociedad, porque están ahí y puede que de ellos seamos responsables) y manipuladora (que ofrece una interpretación interesada de la historia para justificar en el presente conductas o instituciones más que menos infranqueables). Quienes conocemos la historia con cierta profundidad, porque a ello hemos dedicado nuestro trabajo, sabemos que la interpretación oficial, aceptada socialmente, manipulada y blanqueada, se ha visto con frecuencia contrarrestada por personas trabajadoras y serias que han ofrecido otras explicaciones de algunos acontecimientos que, dicho sea de paso, también han sufrido cierta marginación y castigo por parte de la Academia. Valiente es, en todo caso, aquella versión lejos del encargo político o comercial que recorre y exhibe cómo hemos llegado a la situación política, social y cultural del tiempo presente que en no pocos escritos pareciera que son obras de la naturaleza y no de la dinámica política y social. Nuestro autor pone el dedo en la llaga —las llagas de España— de las que todo el mundo se lamenta pero nadie cuestiona: el Ejército, la Monarquía, la Iglesia… con sus competencias tergiversadas, con sus simbióticas actitudes, que representan una corte de los milagros repetitiva, insensible, flemática ante el sufrimiento, el analfabetismo, la explotación y, en algunas coyunturas, la muerte masiva. Aquí se expone a quién ha convenido que los hechos hayan transcurrido por unos cauces y no por otros. Cualquier historiador o historiadora, pero también cualquier ciudadano o ciudadana, observa con temor las corrientes que utilizan la historia en sus proyectos reaccionarios que, además, pretenden en aras de la democracia, hacerse el mismo sitio que quienes se acercan honestamente a aprender del pasado. 


			Algunas coyunturas, o todas las que recorren los tres últimos siglos de nuestra historia y aún un poco más, desfilan con más o menos decencia por estas páginas. La cronología abarcada es pertinente, porque desde el siglo XVIII se aprecian unos signos de modernidad y germinan los que van a ser problemas de nuestro tiempo. Este libro llega pertinentemente en nuestros días y llega cronológicamente a nuestros días. 


			El texto que tenemos delante nos hace pensar en Las Historias de España. No consideramos que haya períodos carentes de interés frente a otros que sí lo sean porque no estamos ante una película con guion estudiado, sino hechos con causas y consecuencias que pueden resultar a quien los lee más felices o dramáticos. Andrés Prados recorre todos ellos, consciente de que las dinámicas de confrontación y la lucha de clases —noción que ya muchos creen fosilizada— están detrás de estos fenómenos, acertadamente estructurados en este trabajo.


			Andrés Prados divide el largo período recorrido en varios bloques: los anuncia, explica brevemente la naturaleza de su estructura y valora la trascendencia de sus hechos. Una vez que los desarrolla —y lo hace con razón y coherencia— sin obviar aspectos económicos, políticos o sociales, termina con unas puntuales conclusiones que, lejos de ser simples resúmenes, provocan o conmueven a quienes las leen, Con un lenguaje en ocasiones irónico, pasea sobre los personajes y los acontecimientos, derribando mitos, ideas asentadas no se sabe cómo, luchando contra las nubes oscuras que nos impiden ver, de la mejor manera como puede hacerse: con la letra escrita.


			Empezando por el siglo XVIII, el proyecto centralizador de los Borbones y el despotismo ilustrado en España es situado como consecuencia de fenómenos anteriores pero también inmediatos. Y hora es que los decretos de Nueva Planta o la Guerra de Sucesión, entre otros hitos del siglo, sean conocidos para entender nuestros problemas actuales. Pero, ¿y el siglo XIX? Del que nos enseñaron que fue un siglo negro en pendiente hacia el abismo debido al liberalismo que sonaba a la historiografía más conservadora a ecos de una imprecisa revolución. Nadie nos habló de quienes abogaban por verdaderas reformas y nadie de las juntas de las que en este texto se destaca la capacidad de iniciativa y autogobierno de los pueblos, frente a la idea de que los españoles son ingobernables y, por deducción, necesitan mano dura. Nuestro autor también deambula por el Sexenio Democrático y sus problemas. Y por las fuertes resistencias que echaban por tierra esta y otras experiencias democratizadoras. La Restauración hasta el reinado de Alfonso XIII recorre el último cuarto del siglo XIX que, observamos, se asemejaba más al XVIII que al XX, que ya asomaba.


			El siglo XX —que la historiografía anglosajona comienza en 1914, el corto siglo XX—, en el presente trabajo coincide con el comienzo del reinado de Alfonso XIII. Efectivamente, hasta 1931, fecha en que se proclamó la II República, lo que coincide con la crisis del sistema de la Restauración, fue el origen inmediato de lo que vino después. Y lo que vino después fue la experiencia de la II República y la trágica guerra civil. A ochenta años del final oficial —y solo oficial— de la guerra, el balance de este trabajo es muy acertado y documentado. La violencia durante la guerra y en la posguerra, la naturaleza del régimen franquista, los problemas internos e internacionales son analizados con valentía y conocimiento del tema. Andrés Prados lee monografías sobre el tema, conoce las novelas que han recogido la guerra y otros episodios históricos, ha recogido testimonios y se ha llenado las manos de tierra hurgando en las fosas comunes como voluntario. De su compromiso nos ha contagiado a colegas y amigos. Ha salido de la urna de cristal en la que muchos historiadores complacientes se sienten y sentirán cómodos eternamente. 


			No por próximos, se ha pasado de puntillas sobre los acontecimientos que siguieron a la muerte de Franco. Por el contrario, la Transición y el Tiempo Presente son períodos concienzudamente abordados. La enorme operación política que fue la Transición es cuestionada como modélica por Andrés Prados, quien se adentra no solo descriptiva sino analíticamente en los gobiernos constitucionales hasta el fin del milenio. Ya en el siglo XXI, al que oportunamente dedica un nuevo capítulo, abarca procesos de enorme interés y algunos sin cerrar. Lo que denomina La España Actual llega a nuestros días: las consecuencias de la crisis, el movimiento del 15-M, el rescate bancario, la Ley Mordaza, el nuevo rey, la cuestión catalana o el último cambio de rumbo político en las elecciones autonómicas andaluzas.


			El resultado es agridulce. Nuestro autor se lamenta de los males que ya denunciaron a lo largo de los años —y los siglos— ilustrados, demócratas, regeneracionistas, republicanos, antifranquistas y alternativos; males que se resisten a desaparecer. Sin embargo, reconoce el avance en derechos, la mejora en los niveles de vida, las mejoras en la enseñanza y la sanidad. El juego de explicaciones —nunca de justificaciones— entre el pasado, el presente y, de nuevo el pasado, es magistral en la literatura de nuestro autor, que hace una llamada a resistir para que no nos puedan robar el futuro. Muchos son afortunadamente los ejemplos de quienes se dedican a la Historia y la consideran maestra pero también poderosa arma de combate. Nuestro autor cita a José Fontana, pero los Hobsbawm, E. P. Thompson, James C. Scott y un largo etcétera nos han mostrado una dinámica histórica que nos ha permitido interpretar nuestras miserias y consecuciones. Estas páginas evidencian que la Historia es imprescindible para construir un futuro más justo.


			La lectura de este libro no deja indiferente. La autora de este prólogo quisiera estar entre los destinatarios de la dedicatoria: quienes escriben la Historia, los estudiantes y a toda esa gente que ha luchado por una España mejor. En ella se revela la concepción de la historia de nuestro autor, que inevitablemente recuerda la de Antonio Gramsci quien, desde la cárcel —destrozado en las cárceles de Mussolini y próxima su muerte en 1937— escribía a su hijo Delio: Yo creo que te gusta la historia, como me gustaba a mí cuando tenía tu edad, porque se refiere a los hombres vivos, y todo lo que se refiere a los hombres, a cuantos más hombres sea posible, a todos los hombres del mundo en cuanto se unen entre ellos en sociedad y trabajan y luchan y se mejoran a sí mismos, no puede no gustarte más que cualquier otra cosa…


			Encarnación Barranquero Texeira.
Universidad de Málaga.


		




		

			Prólogo del autor


			Hablar de historia no es fácil, escribir sobre ella requiere tener las cosas claras, enseñarla es tan delicado como necesario. Las líneas que siguen, resultado de un interés de muchos años por las historias de España, sólo tratan de acercarse a determinadas etapas de nuestro pasado más reciente, contar lo que está más o menos probado que ocurrió y reflexionar a modo de conclusión sobre cada una de ellas, llevando el relato hasta los pies de la actualidad, sobre la cual es imposible hacer historia sin una mínima distancia temporal. Dicho de otra forma, escudriñar los sucesos para su mejor comprensión, no sólo como consecuencias de actuaciones personales o colectivas en determinados contextos históricos, sino también como parte de un todo que finalmente aporta un sentido o significado histórico en el global de lo que denominamos Historia. Si es que esto tiene algún sentido.


			También son el resultado de años de docencia entre jóvenes adolescentes que se asoman a un incierto futuro sin haber meditado demasiado —quizá tampoco les hace falta— sobre el país que los vio nacer o en el que han acabado viviendo por causas diversas. A lo largo de los cursos escolares que se iban sucediendo, juntando material de aquí y de allá, iba naciendo la idea de unos apuntes originales y definitivos, capaces de sintetizar una materia que tiende a la digresión y a la dispersión en cuanto uno se descuida (o cuando interesa a los alumnos para perder clase). En el aula, las historias pueden contarse de una u otra forma, y se asumen según las capacidades del auditorio esclavo —aunque el bachillerato no se considere una educación obligatoria—, pero todas tienen algo en común: que acaban interesando y emocionando, más de lo que cabría suponer, a un alumnado que en muchas ocasiones pregunta, reflexiona y aporta sobre la marcha ideas acerca de lo que está oyendo contar a su profesor. Porque no es cierto que la historia no interese a los jóvenes. Estudiar una historia insípida y puramente académica es otra cosa. Lejos de despreciar tales aportaciones, este libro las recoge, y por ello los estudiantes que han sufrido mis clases en los últimos años son contribuyentes netos del mismo. En realidad, este proyecto nace y se desarrolla desde el aula, haciendo interactiva una historia que no debería ser contada de otra manera, al menos en esos niveles de aprendizaje. En ocasiones, es la única forma de no sucumbir al aburrimiento propio de la materia.


			Y por arte de birlibirloque, de un simple apunte se pasó a esta humilde narración que ofrezco como una visión —ni tan original ni tan definitiva— de nuestra Historia Contemporánea, tratando de ser cuidadoso con los hechos, pero valiente en las interpretaciones de los mismos. He meditado mucho sobre eso de la objetividad y la imparcialidad que se exige a los que se adentran en el relato de la historia, y siempre llego a la misma conclusión: que no existen. Desde luego hay ejemplos descarados, por ejemplo, la verborrea hueca y malintencionada que se ha excretado en obras publicadas en los últimos años sobre historias indisimuladamente inclinadas a forzar los hechos para llevar a los lectores a planteamientos historiográficos impresentables —libros que se escriben con vocación revisionista para disfrute y confirmación de los posicionamientos personales previos de tales lectores, como hacen ciertos periódicos o según qué cadenas de televisión con sus espectadores—, pero habrá que reconocer lo que ya señalaba alguien muy documentado y poco sospechoso de subjetividad y parcialidad como el profesor Fontana: que cada uno escoge la visión del pasado que mejor se adapta al tipo de futuro que le gustaría construir. Así, cuando alguien escribe sobre las bondades del centralismo borbónico en el XVIII, resalta el desorden y la inestabilidad de la primera república en el XIX, o predica loanzas del franquismo en el XX, hace patente no sólo las inclinaciones personales y políticas que proyecta sobre el pasado, muestra también a las claras el porvenir que le gustaría para España. El autor de este apunte desbordado prefiere destacar la nefasta actuación política de nuestros reyes contemporáneos, el avance democrático de nuestras repúblicas y la perniciosa y autoritaria etapa que protagonizó ese dictador al que ahora se le anda buscando otro lugar de enterramiento para sus huesos. Visiones del pasado distintas, proyectos de futuro diferentes. Qué le vamos a hacer.


			Vaya por delante desde el principio que esta obra es fruto —se aprovecha— de las investigaciones y consideraciones que muchos autores/historiadores han puesto sobre la mesa desde hace decenios, y que ningún insignificante profesor de bachillerato va a poner en entredicho. Faltaría más. Por ello muestro abiertamente mi agradecimiento a todos/as los que han construido historia desde posiciones académicas o diletantes, quienes tanto nos han ayudado a pensar sobre esta disciplina y los hechos que llamamos históricos, y que nos han instruido y emocionado con sus clases y sus libros. Yo mismo soy un producto de la vocación de otros. Encaminado como iba a las ciencias, fueron dos profesores —Antonio Guzmán y Juan Franco, ambos en tierras malagueñas— los que me desviaron del buen camino de la física, la química o las matemáticas, y me transmitieron —porque de eso se trata— la pasión por el pasado como la herramienta más útil para entender el presente. Luego vendría el recientemente fallecido Josep Fontana para rematar la faena, cuyos escritos me acabaron de convencer de dos cosas: una, que la historia puede proyectarse, con las suficientes dosis de compromiso y esfuerzo, hacia el futuro, hacia la construcción colectiva de un mundo mejor, aprendiendo del pasado; y dos, que debía estudiar mucho y dejarme de tonterías. En eso tuvo el maestro de historiadores menos éxito, como seguramente muchos advertirán en este libro.


			Discernir, pues, entre los acontecimientos, aquellos antecedentes, causas, actores, intenciones, posiciones, realidades sociales y económicas, grupos de poder, relaciones de fuerza, consecuencias de toda índole... que, en conjunto, los explican. Casi nada. Una ardua labor que huelga decir ha funcionado más como objetivo que como realidad, de la que soy único responsable pese a las influencias y a las interferencias. Una tarea que se desplaza siglo a siglo desde el XVIII —en algún momento había que iniciar el camino—, y que respeta en lo esencial las demarcaciones históricas que los libros de texto ofrecen a nuestros estudiantes. A propósito de esto, no quiero dejar pasar la ocasión sin denunciar determinadas actuaciones de autores/editoriales que copian y pegan los mismos tópicos históricos por doquier, que a fuerza de aparentar neutralidad carecen de la necesaria humanidad que ha de acompañar al relato, que usan el lenguaje como arma de guerra ideológica o simplemente acentúan unos hechos y unos protagonistas, mientras silencian o dedican escaso espacio a otros, por ignorancia o posicionamiento intolerables. Se habla mucho del teórico adoctrinamiento regionalista, y poco del reduccionismo intencionado y de la sospechosa equidistancia que algunos libros muestran, como si, por ejemplo, fuese lo mismo ser liberal que absolutista, luchar por las justas reivindicaciones obreras que oponerse a ellas, avanzar en derechos y libertades que retroceder, negarse a ir al matadero americano o rifeño que fomentar el intervencionismo colonial, defender la República que atacarla, oponerse al franquismo que justificarlo. Pues no, no es lo mismo, y pretender lo contrario es querer fabricar ciudadanos sin los necesarios valores de justicia, paz y democracia, sin los cuales no se puede construir un futuro digno. Y luego algunos se atreven a decir que los profesores condicionamos a nuestros alumnos cuando, más allá de los hechos, ofrecemos herramientas para fomentar el espíritu crítico y los invitamos a pensar sobre la realidad, pasada y presente, que los rodea.


			Porque de esto trata también este volumen: de hacer pensar sobre las historias de España, una vez conocidos y entendidos sus períodos fundamentales, incluyendo nuestro presente más inmediato. Pensar por qué los hechos sucedieron de una forma y no de otra, a quiénes ha interesado y convenido que discurrieran por determinados cauces y no por otros, cómo nos lo han contado a las generaciones siguientes, por qué en pleno siglo XXI este país arrastra porfías y realidades que debían estar superadas hace tiempo, por qué nuestra democracia sigue siendo tan rígida y de escasa calidad, por qué existen tantas desigualdades entre las personas y los territorios, por qué una determinada confesión religiosa sigue manteniendo posiciones privilegiadas, por qué otras instituciones y costumbres atávicas son tan difíciles de remover, por qué la política está tan denigrada entre nosotros, por qué apenas confiamos en la justicia o en los medios de comunicación, por qué nos resistimos a creer que es posible actuar contra el cambio climático o a favor de una España más neutral y solidaria en la geopolítica mundial, por qué seguimos mirando a la inmigración y a los refugiados con desdén e inquietud, por qué avanzan movimientos xenófobos y autoritarios, por qué acudimos a votar en elecciones con tanto descreimiento, por qué asistimos casi impertérritos a tanto desahucio, a tanto recorte de derechos, de libertades y del Estado del bienestar, a tanta precariedad, a tanta corrupción. A todo esto no es que la Historia tenga respuestas, es que resulta imprescindible acudir a ella para afrontar interrogantes y empezar a construir otro futuro más amable contando con los cimientos del pasado, sin los cuales no es posible edificar nada.


			Esta obra no viene a llenar un hueco en el conocimiento de España. Se me ocurre que puede interesar tanto a los sabios de nuestra historia como a los enseñantes de la materia y a los que se inician en ella, exactamente por lo mismo: porque merece la pena repensar continuamente el conocimiento de nuestro pasado, nuestra herramienta de trabajo, nuestros modelos de aprendizaje. Y de paso, nuestra realidad política, económica y social, para buscar de forma colectiva alternativas a esta España encorsetada de individualismo, pensamiento único y vulgaridad.


		




		

			1.- EL SIGLO XVIII


			Introducción al siglo XVIII español. El significado político de la nueva monarquía en España: centralismo y reformismo. La ilustración española


			Si bien podemos llevar hacia el pasado el concepto de España como nación según el criterio de cada cual, sólo desde comienzos del siglo XVIII por fin la mayoría de los historiadores se deciden, sin remordimientos de conciencia, a llamar España a la nación que quedó en manos de los borbones tras el ajuste territorial provocado por la Guerra de Sucesión. Claro que, hasta entonces, la demarcación peninsular había tenido una larga historia, habitada desde hacía miles de años, y visitada —con intenciones más o menos amistosas— por numerosos pueblos. Alguno, como los romanos, vinieron con pretensiones unificadoras dentro del limes imperial, aunque estableciendo regiones administrativas en su Hispania conquistada. Después de las huellas que visigodos y andalusíes dejaron —mucho más profundas en el segundo caso—, y atendiendo a la peculiar formación histórica de los distintos reinos cristianos medievales, llegamos al final de la Edad Media con un territorio, la Península Ibérica, poblado por pueblos diversos que sostienen sus respectivas señas de identidad, preocupados por mantenerlas dentro de la aparente unidad política-administrativa a la que se tendió por intereses dinásticos o geopolíticos entre los siglos XV y XVII. Incluso en medio del impresionante imperio cuyo inicio precedió a la propia formación nacional. En este sentido, el siglo XVIII resulta, como veremos, fundamental en ese proceso político-territorial centralizador y unificador que permite que hoy podamos hablar de España, aun con reservas. No es tan antiguo este concepto, como algunos nos quieren hacer ver sin la debida solvencia histórica.


			Si algo caracteriza la historia de este país que habitamos es su compleja y quizá inacabada creación nacional, de difícil equilibrio entre fuerzas disgregadoras periféricas —celosas de su autonomía y su peculiaridad— y energías unificadoras, muchas veces impuestas manu militari desde las altas instancias políticas y militares con el apoyo de determinadas instituciones y ciertos sectores de población, que desde tiempos más o menos recientes andan suspirando por la unidad de una patria que no siempre resulta fácil de definir e integrar. Como seguramente hay tantas patrias, pequeñas o grandes, como habitantes sobre el mapa español, a este asunto aún se le deben dedicar todos los esfuerzos políticos necesarios para evitar que algunos extremistas de uno u otro lado nos lleven por el indeseable camino del enfrentamiento. Cuando a principios del XVIII se produjeron los acontecimientos que pasamos a relatar más adelante, veremos cómo la implantación de una nueva dinastía en la corona española sirvió para limpiar los restos de autonomía y federalismo que aún quedaban en la llamada monarquía hispánica de siglos atrás.


			Pero antes es necesario resumir, con breves pinceladas, la situación económica, política y social en la que este conjunto de pueblos y regiones españolas se encontraba en los albores del XVIII, que es cuando podemos dar comienzo a nuestra Historia Contemporánea (aunque esto sea discutible, como casi todo en la Historia). Sometidos a las rígidas estructuras de lo que conocemos como Antiguo Régimen, heredado de los inicios de la Edad Moderna, ésta puede ser una forma como otra cualquiera de sintetizar dicha situación.


			La grandeza imperial de los siglos XVI y XVII, venida a menos, reflejaba lo evidente: que la economía no iba bien. Los historiadores que analizan el final de la etapa moderna hablan de un país con un claro retraso económico y social respecto a naciones cercanas como Francia o Inglaterra, pues mientras éstas habían avanzado notablemente en aspectos como la agricultura, la industrialización, los transportes y los servicios en general, en nuestro país la economía seguía basada en un campo de bajos rendimientos donde la producción agrícola y ganadera seguía desarrollándose con técnicas centenarias, eso sí, con peculiaridades distintas según la situación socioeconómica de las diversas regiones de España, sus climas, tipos de suelo, regímenes de propiedad de la tierra o tradiciones económicas locales. Hablando de propiedad, incluso terminando el XVIII, aún tenemos millones de hectáreas de tierra amortizada, esto es, que en muchos casos infrautilizadas, no pueden venderse ni comprarse, propiedades vinculadas que se heredan sin fragmentar en las líneas nobiliarias de los mayorazgos o en propiedades eclesiásticas de manos muertas. En tales territorios, los estamentos privilegiados, nobleza de toda índole y alto clero, ejercían jurisdicción, esto es, detentaban el poder tanto sobre el terreno como sobre las personas, con fueros propios, privilegio judicial, fiscal y militar, sometiendo a los campesinos que vivían y trabajaban en ellos a exacciones tributarias, económicas y personales insoportables, que eran la base de sus rentas y, por tanto, de su envidiable posición social. En el mundo urbano, raquítico y polvoriento por entonces, el tinglado gremial corporativista, organizado para controlar y regular la producción manufacturera, se estaba viniendo abajo, dado el avance de la proletarización y la liberación económica general. Si bien es cierto que en determinadas zonas de Cataluña, Valencia o de las Provincias Vascongadas se manifestó el fenómeno industrial moderno, y que se mantenía una destacada actividad comercial exterior con América, sin embargo, al finalizar el siglo XVII, España adolecía de una auténtica red de carreteras, producía artesanalmente sin apenas modernización tecnológica, practicaba una agricultura de subsistencia en buena parte de su territorio y, la clave de todo, tenía una Hacienda tan vacía como los bolsillos de la inmensa mayoría de los españoles. Por lo que ni se esperaban grandes inversiones públicas (eso sí, para guerras y gastos de la corte real sí que había medios), ni que los sufridos habitantes de este país fomentaran la actividad industrial, dado su bajo poder adquisitivo. En el capítulo correspondiente a la economía del XIX completaremos en lo posible este apunte sobre la situación económica de un país que viene envejeciendo lenta pero tozudamente desde tiempos mejores.


			La dinastía de los Austria/Habsburgo había desarrollado una monarquía autoritaria sobre el territorio que, sin embargo, no había logrado extender completamente sobre todos sus dominios. Tradicionalmente, se ha convenido que, desde su unión matrimonial, los llamados reyes católicos (primos adolescentes de 16 y 18 años) habrían “unificado” las respectivas coronas de Aragón y de Castilla en una unidad territorial “superior” llamada España, argumento que desde luego hoy, como mínimo, se cuestiona. La nueva dinastía que los siguió, la de los soberanos Carlos I, Felipe II, III y IV y Carlos II, la del imperio donde no se ocultaba el sol y que ejercía su inmenso poder por doquier, dejaba la casa nacional sin barrer y manifestaba profundas lagunas en la extensión y profundidad de su autoridad en España (o Monarquía Hispánica, según se prefiera). La existencia de sólidos contrapoderes (nobleza, órdenes militares, iglesia, regiones, municipios…) limitaba la autoridad de los reyes. Esto aparte de que, iniciándose el XVIII, y como hemos visto, la fortaleza económica y militar hispana ya no era la de antaño. Estaba a punto de producirse, además, un lamentable episodio —Guerra de Sucesión— ante el vacío de poder dinástico, que nos llevará a un conflicto doble: europeo, en el que perdimos las posesiones territoriales (además de Gibraltar y Menorca), e interno o civil, en la que se destaparon las profundas divisiones que enfrentaron a las regiones que conformaban aquella pretendida nación española. Esta monarquía autoritaria y/o absoluta, que se perfeccionó en la etapa borbónica del XVIII, justificaba la concentración soberana de los poderes en su persona por el mandato divino, pero como dios es inmaterial e invisible aunque omnipresente, la sostenía en la práctica gracias al aparato burocrático y la coerción militar, si bien el panorama político y territorial en la península distaba de ser tan simple como para olvidar que existían espacios de autonomía y soberanía respecto al poder digamos “central”. Monarquía autoritaria, pues, pero limitada. La entrada de los borbones en escena conllevará cambios que estamos a punto de ver.


			Hemos dicho que la Hacienda pública estaba en continua necesidad económica, y parte de la explicación se encuentra en la estructura social imperante en la España del Antiguo Régimen. Aún faltaban años para que se estableciera una verdadera política fiscal y tributaria a nivel nacional, y mientras tanto la abundante y heterogénea cantidad de impuestos era soportado principalmente por las clases populares, agrarias o urbanas, y por los emergentes sectores burgueses, ambos grupos englobados entonces en el llamado tercer estamento, social y políticamente subordinado al primero (nobleza) y al segundo (clero) de esta denominada sociedad estamental rígida, desfasada y perniciosa para la nación. Nobleza e iglesia, por tanto, como sectores poderosos y acaudalados, dueños de tierras y ostentadores de cargos públicos, pero que apenas contribuían a la Hacienda pública, mientras exprimían con primicias, diezmos, rentas, censos y derechos varios a la mayoría campesina de este país. Sociedad, pues, injusta, pero complementaria de un país que exhibía un poder político autoritario y una economía tradicional acorde con las prácticas mencionadas. Es este panorama político y socioeconómico el que se encuentran los administradores y asesores de los primeros borbones cuando toman el territorio español recién estrenado el siglo XVIII, y el que va a pervivir en sus aspectos básicos pese a las reformas y actuaciones llevadas a cabo a lo largo de la centuria.


			Que España era una potencia disminuida era bien conocido en todas las cancillerías de Europa. Cuando Carlos II fallece sin descendencia en 1700, ya existían planes entre Francia y Austria para repartirse los despojos imperiales del moribundo. La sucesión española acabó convertida en cuestión de hegemonía europea, mientras se negociaba un acuerdo de equilibrio de fuerzas, tan querido por Holanda e Inglaterra (que pronto, junto con Escocia y Gales, formará el Reino Unido de Gran Bretaña, potencia emergente). Pero las opciones para el trono estaban sobre la mesa: o Felipe de Borbón, nieto del longevo rey francés Luis XIV, o Carlos de Austria, séptimo hijo del rey y emperador (Imperio Germánico) Leopoldo I. Todos ellos ya emparentados con la monarquía española, cuya corona reclamaban en nombre de esa tupida red de políticas matrimoniales que entonces se practicaba. Felipe V o Carlos III. El francés o el austriaco. En las distintas regiones de España también tenían sus partidarios. Aleccionado para su testamento, el rey “hechizado” Carlos II (de lamentable estado físico y mental por anomalía genética) se decidió por el Borbón, encomendándole el mantenimiento íntegro de los territorios españoles, lo que provocó alianzas en su contra (Austria con su Imperio, Inglaterra, Holanda, Portugal y otros). Pudo haberse evitado con acuerdos, pero la guerra estaba servida. Otra más en la insoportable lista de conflictos bélicos pasados y por venir.


			La victoria final de Felipe V ocasionó, por lo pronto, dos consecuencias inmediatas. Primero, la entrada de una dinastía nueva en España, la de los borbones, que reinaba también en Francia. Segundo, un cambio sustancial en la manera de entender la monarquía hispánica, acentuando el centralismo político y administrativo en una nación de pueblos y regiones diversas. El siglo XVIII aún tuvo años, en su segunda mitad, para contemplar el nacimiento y el desarrollo del movimiento ilustrado, con el que cerraremos este primer capítulo.


			Siglo XVIII. 1.- Guerra de Sucesión (1701-1713). Los Decretos de Nueva Planta y la reforma del Estado. El centralismo borbónico


			Y comenzó la guerra. Durante los primeros años, hasta 1710, todo apuntaba a que el bando austracista se haría con la victoria, con una España agotada y hambrienta, y una Francia arruinada pidiendo la paz. Un año después se producía el viraje, cuando el pretendiente austriaco Carlos heredaba el Imperio Germánico, lo que hubiera significado, de conseguir también la corona de España, una excesiva concentración de poder, inaceptable para Gran Bretaña. Finalmente se firmaron los acuerdos de Utrecht (1713) y de Rastadt (1714), aceptándose que la doble línea dinástica de los borbones sería independiente en Francia y España, además de un reparto territorial de las posesiones españolas en Europa. De esta forma, España quedaba limitada al territorio peninsular, islas y colonias americanas, cedía Flandes, Cerdeña, Milán, el reino de Nápoles y otros lugares, y de paso, Gran Bretaña se apropiaba de Menorca y Gibraltar, zonas costeras americanas y derechos comerciales en la América española, dando inicio al futuro imperio marítimo británico. Felipe V Borbón acabó siendo rey e inaugurando dinastía, pero incumplía el mandato de mantener la integridad territorial.


			Pero aquí no acaba todo. La guerra por la sucesión de la corona española también fue una cruel guerra civil entre territorios españoles, Castilla de parte del bando francés, Aragón más dividido y Cataluña claramente en contra de su tradicional enemigo borbón. En la Corona de Aragón se prefería, en general, un soberano con una visión más “federal” de la Monarquía Hispánica, que permitiera una mayor autonomía de los distintos reinos bajo su potestad, y el ejemplo borbón en la centralizada Francia no era bien visto, por lo que muchos abrazaron la causa austracista. Como decíamos más arriba, una diplomacia previa a la guerra podía haber hecho inútil la misma, evitando sus terribles consecuencias humanas y económicas. El esfuerzo de guerra fue tremendo, tanto en movilización de tropas (conseguida con amenazas, castigando duramente las deserciones) como en recaudación de tributos, lo que convirtió esta guerra —y tantas otras— en una carnicería muy impopular. En Cataluña y Baleares se continuó batallando después de las rendiciones de Valencia y Aragón, incluso tras las firmas de los acuerdos de paz, abandonados por sus aliados austriaco e inglés que ya habían negociado sus intereses. La resistencia final de Barcelona, en septiembre de 1714, tuvo una enorme carga simbólica de defensa de derechos y libertades que influirá en las futuras relaciones políticas entre España y Cataluña, incluso en etapas muy recientes. Ibiza y Mallorca serán doblegadas un año después. El nuevo rey Borbón no olvidará esta desafección, que tendrá consecuencias para todos los territorios sublevados que apoyaron al candidato austriaco.


			Una vez instalado en el trono de España, y reconfirmado por derecho de guerra, Felipe V, año a año, impuso el modelo francés de absolutismo monárquico. Encarnación misma del Estado, dueño del territorio, fuente de ley, máxima autoridad y cabeza de justicia, de él mismo emanaban todas aquellas instituciones y cargos que fue extendiendo por el país, fortaleciendo sobremanera el poder real sobre la nación. Lo que no pudieron lograr los monarcas imperiales en el pasado lo conseguía ahora el advenedizo Borbón: una reforma de arriba abajo del Estado con el objetivo de centralizar el poder, neutralizar la oposición nobiliaria y eclesiástica, anular los fueros y privilegios regionales y municipales, e implantar la uniformidad legal e institucional en los distintos territorios que componían la corona española. Casi nada. Y todo ello con una política reformista que, sin apenas transformar las bases del Antiguo Régimen, desembocó en una nueva nación llamada —ahora sí, sin matices— España.


			Las represalias a las regiones y personalidades contrarias a la dinastía borbónica no se hicieron esperar. Las confiscaciones de bienes y propiedades ascendieron a millones de reales, el exilio de sus poblaciones ascendió a treinta mil, como nunca antes en la historia peninsular. En este contexto aparecen los denominados Decretos de Nueva Planta o de nueva organización político-territorial. Debido a la adhesión de los reinos de la Corona de Aragón al archiduque Carlos, Felipe V eliminaba sus instituciones político-administrativas con tales decretos, iniciando la unificación institucional del Estado que, posteriormente, se extendió a toda España y a las colonias americanas. Fueron aplicados en Aragón y Valencia (1707), en Mallorca (1715) y en Cataluña (1716). Se establecieron nuevas instituciones, creadas directamente por la autoridad del rey a semejanza de las castellanas, que anulaban el anterior régimen foral de tales territorios. Se suprimieron privilegios fiscales y se implantó un nuevo impuesto (denominado “equivalente” en Valencia, “talla” en Mallorca, “contribución única” en Aragón, “catastro” en Cataluña) que equiparaba la contribución a la Hacienda pública de estos territorios a la de Castilla, que había sido muy superior hasta ese momento. Se anularon los privilegios militares, ya que aragoneses y catalanes no estaban obligados a combatir fuera de sus territorios, teniendo en lo sucesivo que prestar “servicio de armas” en España. Las Provincias Vascongadas y Navarra, por su apoyo al borbón, fueron la excepción en esta reorganización centralista, pues mantuvieron sus fueros y privilegios, sus fronteras y aduanas con derecho tributario. Cuestión de fidelidad.


			Las principales novedades político-administrativas del nuevo centralismo borbónico se exponen a continuación.


			Organización del Estado Central. Las Secretarías de Estado, origen de los actuales ministerios, fueron creadas por Felipe V según el modelo francés. Durante el siglo XVIII se fundaron las Secretarías de Estado y Asuntos Extranjeros, Asuntos Eclesiásticos y de Justicia, Guerra y Marina, Hacienda e Indias, que fueron desplazando en autoridad a los antiguos Consejos. El número y atribuciones de las Secretarías cambiaron frecuentemente a lo largo del siglo XVIII. Los Consejos siguieron existiendo, pero con menos influencia política y con un menor número de consejeros, reduciendo su papel a la resolución de expedientes ordinarios y de sentencias. El Consejo de Castilla, que incluía al de Aragón, fue el único que conservó su importancia política: preparaba informes sobre política interior y funcionaba como Alto Tribunal de Justicia. El rey designaba a los fiscales y al presidente del Consejo, así la monarquía evitó que la alta nobleza monopolizara los cargos de consejeros y favoreció a juristas de probados méritos, al margen de su estamento social. Las Cortes Generales del Reino, en las que se integraron las cortes castellanas y las de los territorios de la corona aragonesa, redujeron su papel a la jura del heredero al trono, apenas trataron asuntos de interés y se reunieron en contadas ocasiones.


			Organización Territorial del Estado. En cada provincia, un Capitán General sustituyó al antiguo virrey, con amplias atribuciones administrativas, judiciales y militares. Se estableció una Audiencia en cada capital, con funciones judiciales y magistrados nombrados por el rey, que debía utilizar el idioma castellano en las causas instruidas. Se extendió a todo el territorio la institución castellana de los Corregidores, funcionarios reales que ejercían cargos de administración y control en las principales ciudades, debilitando el poder y la autonomía locales. Y, por último, los borbones implantaron una nueva figura administrativa, de inspiración francesa: los Intendentes. Estos funcionarios dependían directamente del rey, gozaban de amplios poderes y tenían como misión controlar a las autoridades locales, recaudar impuestos y promover la dinamización del país: velar por las Reales Fábricas, impulsar el desarrollo de la agricultura y de la ganadería, levantar mapas, realizar censos, atender al urbanismo, etc.


			Felipe V y sus administradores franceses lograban de esta forma el modelo de país que les convenía para su gobierno, fortaleciendo el centralismo y neutralizando tanto los contrapoderes políticos tradicionales (nobiliarios y eclesiásticos) como las fuerzas autonomistas regionales, provinciales y locales. Se terminaban así las ambigüedades y las confusiones acerca de la verdadera naturaleza política y territorial de la nación española. En adelante, España podría pronunciarse sin temor a equívocos o malentendidos, y su nombre figurar sobre el mapa de la Península Ibérica sin más fronteras que la portuguesa, además de las islas correspondientes y las colonias americanas. Ello a costa, obviamente, de la pluralidad nacional, que quedó solapada. Como más adelante veremos, tal concepto histórico de nación única, forzada por las circunstancias y la correlación de fuerzas del momento, pronto volverá a ponerse en entredicho en nuestra historia contemporánea.


			Siglo XVIII. 2.- La Ilustración española y el Despotismo Ilustrado en tiempos de Carlos III (1759-1788)


			La vida continuó después de la confirmación borbónica en España, incluso con más guerras y conflictos, pues a pesar de los tratados de paz, enseguida se reanudaron los movimientos de tropas para tratar de recuperar las pérdidas territoriales. Pese a los acuerdos con Francia (Pactos de Familia), nada se pudo hacer en la zona italiana ni en Gibraltar, así que España se expandió por las costas del Pacífico y zonas del interior de la América norte, que no pudo consolidar por falta de capacidad humana y económica. Lo importante era asegurar el monopolio del comercio con las colonias americanas, asunto que, por supuesto, no se consiguió ante la firme rivalidad de las flotas británica, francesa y holandesa, por lo que hubo que liberalizar el comercio americano dando fin al monopolio del puerto de Cádiz. España empezaba a dejar de ser una potencia europea a la que temer, pese al incremento demográfico y al desarrollo económico de zonas como Cataluña. Y esto también lo entenderán los criollos o americanos de origen español, cuyo progresivo descontento dará lugar a movimientos de autonomía e independencia en toda América.


			Felipe V “el Animoso”, cuya vida se desarrolló en un claro estado de enajenación mental, murió en 1746, no sin antes asegurar el derecho preferente de los varones al trono (Ley de Sucesión), y sólo ante la ausencia de herederos en línea directa (hijos) o lateral (hermanos, sobrinos), las mujeres podrían acceder a la corona. Todo ello en la más rancia tradición francesa, que acabará teniendo consecuencias posteriores importantes. Le sucedió Fernando VI “el Prudente”, también con trastornos neurológicos (episodios de locura e incapacidad, intentos de suicidio), de cuyo desconocido reinado destacan los proyectos reformistas del Marqués de Ensenada (Secretario de Hacienda, Marina e Indias), y el fracaso de la gran redada contra los gitanos que perseguía su arresto y expulsión del reino. Cuando en 1759 murió sin descendencia, y durante meses el trono quedó vacante a la espera de su hermano Carlos III, en España ya se hablaba de los novatores, un pequeño grupo de pensadores y científicos que se esforzaron por aplicar ideas nuevas, empíricas y racionalistas, en el triste y atrasado panorama educativo y científico español, en una suerte de preilustración española de la primera mitad del XVIII —en la que cabe destacar al ensayista Feijoo—, previa a la plena Ilustración que se desarrollará en la segunda mitad del siglo.


			El pensamiento ilustrado o Ilustración fue un movimiento intelectual de origen francés que tuvo influencia en las ideas políticas, económicas, sociales y culturales de la segunda mitad del siglo XVIII en España. Su propuesta de modernización no podía desarrollarse sin ejercer una mínima crítica al Antiguo Régimen y a todo lo que éste significaba (la monarquía absoluta, la sociedad estamental, la poderosa influencia de la iglesia y la nobleza…). Los que participaban de esta corriente de pensamiento defendían el necesario uso de la razón frente a la tradición, la autoridad divina o la revelación religiosa, y con el objetivo difuso pero firme de alcanzar la “felicidad”, eran partidarios del progreso y la educación. Se entiende que de estos principios surgieron los planteamientos que más adelante irrumpirán durante el liberalismo político: igualdad ante la ley, división de poderes, derechos y libertades ciudadanas y soberanía nacional. Pero eso será años después. Antes habrá que asistir a la Revolución Francesa de 1789, y ver sus consecuencias políticas y sociales dentro y fuera de la nación francesa.


			En España las cosas fueron algo distintas. La introducción de las ideas ilustradas fue lenta y difícil, pero acabaron volcándose en el cada vez mayor número de gacetas o prensa periódica que se publicaban en las ciudades importantes, como la ya veterana Gaceta de Madrid o el más reciente Diario de los Literatos. El analfabetismo de la mayoría de la población, el anquilosamiento y conservadurismo de los medios intelectuales, el enorme peso de la iglesia y la inexistencia de clases medias que extendieran las teorías de los nuevos filósofos, obstaculizaron la difusión de la nueva corriente de pensamiento. Sólo a partir de 1750 encontramos una generación de pensadores españoles que reflejan en sus escritos las preocupaciones ilustradas. Aislados entre la indiferencia de la aristocracia y el clero, de un lado, y la ignorancia de las clases populares auspiciada por los grupos dirigentes, de otro, los ilustrados españoles son como gotas perdidas en un océano de tradicionalismo. Promovieron la educación, la reforma agraria, las obras públicas, la modernización administrativa, el comercio y las renombradas Sociedades Económicas de Amigos del país, surgidas al amparo de las políticas ilustradas con la finalidad de difundir los nuevos conocimientos técnicos y científicos, tanto en la agricultura (nuevos modelos de granjas, nuevos cultivos) como en la industria. No faltaron las tensiones con las órdenes religiosas y los estamentos privilegiados, aunque no podemos hablar de un verdadero ataque y derribo de tales grupos. Ilustrados en distintas esferas del poder, el jurista Campomanes, el volteriano Aranda, el moderado Conde de Floridablanca, el intendente Olavide o el famoso Jovellanos trataron, con los escasos medios que contaban, de modernizar la realidad de España. Reflexionaremos más adelante sobre el alcance de sus objetivos.


			Si juntamos Absolutismo con Ilustración, obtenemos Despotismo Ilustrado, la combinación de lo viejo con lo nuevo. Todas las casas reales europeas, incluida la española, adoptaron del discurso ilustrado todo aquello que consolidaba su poder absoluto, desechando el veneno revolucionario que podían contener sus principios políticos y sociales. El tercer rey Borbón, Carlos III (1759-1788), que desde luego ha heredado más fama de la que merece, ordenó que se corrigieran abusos, desaparecieran o limitaran privilegios como los que generaba el Concejo de la Mesta, se sometiera algo más a la iglesia (política regalista, expulsión de los jesuitas, limitación del poder de la Inquisición), se mejorara la instrucción pública, se liberara la circulación de mercancías, el comercio colonial (fin del monopolio gaditano) y la industria, se estableciera una fiscalidad más justa y un nuevo sistema judicial y administrativo, se colonizaran nuevas tierras (Sierra Morena), se iniciara un nuevo plan de carreteras que conectara Madrid con la periferia… Pero esto no dejaba de ser sino la versión práctica de la repetida sentencia de todo para el pueblo, pero sin el pueblo, esto es, permitir la “felicidad” de sus súbditos sin poner en riesgo la rotundidad de su poder y autoridad, cuestiones que también se planteaban en las ideas ilustradas de la época. En el Despotismo Ilustrado, el pueblo debe limitarse a congraciarse con la política ilustrada de su rey, si bien eso no le libró del famoso Motín de Esquilache de 1766, con su doble carácter de levantamiento popular (carestía de pan) y de enfrentamiento entre grupos rivales de la Corte, que acabó con importantes destrozos, saqueos, muertes y hasta la pavorosa huida del rey.


			Pese a esto, durante el resto de su reinado, Carlos III pudo seguir dedicándose a lo que más le gustaba: la caza. La historiografía tradicional lo mima como «el mejor alcalde de Madrid», por su magnanimidad para modernizar la capital en cuanto a saneamiento, iluminación pública —que, a propósito, destrozaron los amotinados contra el ministro Esquilache en el camino hacia su palacio—, y por el levantamiento de construcciones significativas como la Puerta de Alcalá, el Museo del Prado o el Jardín botánico. Demasiado honor para un rey más preocupado por matar animales en las sierras madrileñas que por el bienestar de sus súbditos. Hoy observa sonriente a los madrileños desde su estatua ecuestre de la Puerta del Sol, donde, recuperado del susto del motín que pudo costarle la vida, sólo teme a las palomas.


			Conclusiones y reflexiones sobre el siglo XVIII


			Heredero de épocas pasadas, el Antiguo Régimen se mantenía firme en España a comienzos del siglo XVIII, con la imposición política, económica y social de una minoría privilegiada frente a la mayoría de la población. El siglo XVIII se inició en España con una ruptura dinástica, planteada como una cuestión de política internacional. La instauración de la nueva dinastía francesa de los borbones (Felipe V) se realizó mediante una larga guerra civil y europea. Es lugar común decir que la llegada de esta familia al trono español significó la aplicación de medidas que trataban esencialmente de introducir elementos de reorganización, racionalización y centralización en el Estado heredado de la dinastía de los austrias, medidas que facilitaban el control de los territorios mientras anulaban sus peculiaridades históricas. También desde Francia llegaron las nuevas ideas ilustradas que pretendían transformar la situación política y socioeconómica del Antiguo Régimen, pero en España tales ideas se difundieron con dificultad y apenas podemos hablar de un leve reformismo ilustrado llevado a cabo especialmente desde la llegada al trono de Carlos III (1759-1788), con un programa de reformas que, sin embargo, no ponían en duda el poder y la autoridad real, así como el predominio de las clases privilegiadas (Despotismo Ilustrado).


			Para conocer la realidad española del siglo XVIII resulta esclarecedora la imagen que proyectaba nuestro país en los viajeros que la recorrían en el XIX. Hace poco el hispanista Ian Gibson nos ha contado en un libro las impresiones que determinados viajeros ingleses reflejaron en sus escritos, que nos muestran una España pintoresca y romántica, de reminiscencias “orientales”, con un pasado quijotesco y glorioso venido a menos, decadente, habitada por un pueblo resignado y digno aunque pobre, que menosprecia el progreso y sólo se une en su fe católica. Una imagen de un pueblo embrutecido que destruye mejor que construye, que no es capaz de juntarse para afrontar asuntos de interés nacional, de geografía complicada, con dirigentes —reyes, autoridades— incapaces y corruptos, que nunca se han preocupado de un mínimo bienestar de su pueblo, pero tampoco de procurar una Hacienda pública digna, un desarrollo económico y social suficiente, unos niveles de vida soportables, una enseñanza básica o unos caminos adecuados para el transporte. En definitiva, una España que, aun con evidentes signos de una grandeza pasada, una historia gloriosa de épica imperial, está postrada por una administración ineficaz y un excesivo poder de la religión que condiciona todos los aspectos de la vida y la política, manteniendo al país en un atraso económico y social respecto a las naciones europeas más dinámicas. Situación que el reformismo borbónico sólo lograría maquillar y que permanecería en el mapa genético español durante mucho tiempo más. No es, desde luego, una visión muy optimista y amable de la España del XVIII.


			El propio concepto de España es una de las primeras cuestiones que acuden a la reflexión histórica sobre la etapa. Suele acordarse entre historiadores que llegamos al XVIII con un criterio difuso a la hora de usar el término España, por mucha historiografía unificadora de Castilla y Aragón desde los Reyes Católicos —siglo XV— que nos hayan contado. El Estado español reunía un conjunto de territorios nacidos del proceso de reconquista de siglos, y durante la dinastía de los austrias se había fijado un concepto “federal” entre dichos territorios, una estructura horizontal mantenida incluso durante la conquista y colonización de América, tarea fundamentalmente castellana. “Rey de las Españas” era un título muy indicativo de por dónde iban las cosas, atendiendo a la diversidad administrativa/territorial existente. La llegada de los borbones y sus asesores al poder plantea otro modelo, una suerte de verticalidad donde Castilla hace valer su primacía demográfica y económica, un esquema muy “francés” que refuerza el centralismo entendido como la concentración de la autoridad en la monarquía y sus Secretarías de Estado, las instituciones centrales castellanas —Consejo de Castilla y Cortes Generales del Reino— y los cargos territoriales dependientes del monarca y los secretarios (Audiencias, capitanes generales, intendentes y corregidores). La aceptación de este modelo sugiere, para los partidarios de la nueva dinastía, que el verdadero concepto de España sería una creación de los borbones, al liquidar el modelo federal que había permanecido hasta entonces. De ahí se concluye que la unidad de la nación sólo está plenamente asegurada con la pervivencia de la monarquía, o dicho de otro modo, que la monarquía es la única institución que puede garantizar la unidad territorial del país, con un ejército detrás a las órdenes de su capitán general el rey. Así que, toda vez que para los tiempos modernos el trono deja de tener carácter sagrado, y que para épocas aún más contemporáneas queda claro que no es una institución democrática, se justifica su permanencia —al menos en nuestro país— por su idoneidad en la supervivencia de la propia nación española. O yo o el caos, podría decir hoy Felipe VI. Esto no es más que una visión interesada de nuestra historia, que pretende depositar en la monarquía la integridad de una nación que, ni es deseable en sí misma, ni le pertenece, pues resulta evidente que otra forma de Estado podría cumplir perfectamente ese papel —como lo hacen repúblicas de nuestro entorno—, además de contar con una naturaleza democrática de la que carecen las monarquías. En todo caso, cualquier decisión que afectase a la territorialidad de la nación española habría de canalizarse por los medios políticos y democráticos correspondientes, sin que ninguna atávica institución limite o impida el pertinente debate nacional al respecto.


			Los Decretos de Nueva Planta fueron y son considerados por muchos como una venganza borbónica sobre los territorios “desobedientes”, y desde luego algo de ello existió en un momento de gran debilidad nacional y de reafirmación autoritaria del nuevo rey. Mientras se unificaba por dentro, España perdía presencia exterior. Los borbones nos costaron mucho, en vidas humanas y en pérdidas económicas y territoriales —aunque hoy sólo nos acordemos de Gibraltar—, y forzaron un centralismo con resentimientos que nunca se apagaron, y que regresan una y otra vez a la mesa de nuestra historia contemporánea. Una familia real francesa se apoderó de nuestro patrimonio nacional y parasitó la jefatura del Estado porque así se decidió en la geopolítica del momento, sin que podamos asegurar que desde entonces haya aportado algo más que conflictos sucesorios, intrigas palaciegas y prensa rosa. Se impusieron por la fuerza, y por supuesto no se sometieron nunca a la decisión popular de una consulta democrática. Con el paso de los años, en dos ocasiones se proclamó una república en España, que el ejército apenas dejó vivir, permitiendo sin embargo un vacío monárquico de casi cuarenta años cubierto por una dictadura de su agrado, la del generalísimo Francisco Franco. Parece que en España sólo les está permitido acceder a la jefatura del Estado a los reyes y los dictadores.


			Además de la monarquía borbónica, del siglo XVIII también heredamos una España profundamente religiosa, en la que la iglesia católica, desde siglos atrás, ha hincado el diente para ser dueña y señora de propiedades rústicas y urbanas por doquier, una institución mimada por unas clases dirigentes a quienes ofrece a cambio protección divina y justificación ideológica. La excesiva a todas luces presencia eclesiástica en todos los niveles de la vida pública y privada, se ejerció siempre con una enorme fuerza conservadora —cuando no abiertamente reaccionaria— ante cualquier cambio político y/o social que pusiera en riesgo su privilegiada situación. Es por ello que la iglesia será, junto al ejército y la corona, uno de los pilares de la contrarrevolución en los siglos venideros, una institución que, surgiendo desde las profundidades medievales con una férrea estructura ideológica y de poder, evolucionará más lentamente, adaptándose interesadamente a las nuevas situaciones sólo después de haberlas combatido. Aunque sacada de un contexto diferente, la cervantina sentencia “con la iglesia hemos topado” servirá para entender la misión conservadora de una organización que intentará frenar los avances liberales y democráticos que se avecinan, al menos en lo que se refiera al cuestionamiento de su privilegiada situación económica y social. Un ejemplo en esta etapa que estamos cerrando. Ya hemos indicado que el pensamiento ilustrado desarrollado en España, principalmente en la segunda mitad del siglo XVIII, tuvo grandes limitaciones, y a nadie se le escapa que la iglesia trató de impedir que el movimiento se atreviese a poner en duda lo que cualquier ilustrado que se preciara no podría evitar cuestionarse: que la revelación y la fe se considerasen fuentes de conocimiento por encima de la razón, y que la institución eclesiástica ejerciera tan poderosa y determinante influencia en las autoridades políticas a la hora de llevar a cabo la modernización económica, social y cultural de España, que era de lo que se trataba. Con el tiempo, pese al avance de la ciencia y la tecnología, de las desamortizaciones eclesiásticas, del laicismo y del ateísmo, y de los derechos y libertades democráticas que han socavado los dogmas y principios religiosos sobre asuntos sociales como el matrimonio, el divorcio o el aborto, la iglesia ha sabido adaptarse a las circunstancias y forjar unas condiciones muy favorables a sus intereses. Lejos de debilitarse, la historia contemporánea de España tendrá a la iglesia, pues, como una de sus protagonistas.


			La Ilustración española, al margen de consideraciones religiosas, estuvo limitada por factores de otra índole que ya hemos señalado. Habiendo establecido su incapacidad revolucionaria de transformar la sociedad —algo que tampoco pretendió nunca—, hay quien hasta cuestiona su carácter reformista y la acusa de actuar como una herramienta del absolutismo monárquico para impulsar sus planes de actuaciones políticas en diversos campos, a la vez que justificaba la creciente intervención del Estado centralizado en los asuntos de la nación. O sea, la Ilustración se revelaría así como un valioso apoyo al absolutismo monárquico de los nuevos borbones en el poder. Los ilustrados confiaron en que los soberanos se implicasen en la modernización que propugnaban, sufriendo ellos mismos el poder coercitivo del Estado si pretendían ir muy lejos. En cualquier caso, las limitaciones de la Ilustración española son nítidas: no poner en riesgo los privilegios de los grupos dominantes civiles o eclesiásticos, y no contravenir las estructuras del régimen absolutista. De lo demás se podía debatir.


			En el siguiente capítulo abarcaremos los años finales del siglo XVIII y los comienzos del XIX. Asistiremos a las transformaciones políticas y a los acontecimientos sociales originados a raíz de una revolución, la francesa de 1789, que derivará en un imperio, el napoleónico, cuya intervención en nuestra península acarreará cambios sustanciales en la corona española, además de una guerra que, inserta como la de sucesión en un doble contexto internacional y civil, marcará la peculiaridad nacional del primer liberalismo político en nuestro país. Todo ello conducirá, lenta pero inexorablemente, a la crisis del Antiguo Régimen y de la monarquía absoluta, materializada en la formación de las Cortes de Cádiz y en la elaboración de la primera Constitución española en 1812. Eran los primeros pasos de la posterior carrera hacia la construcción de un Estado liberal en España a lo largo y ancho del siglo XIX.


		




		

			2.- EL SIGLO XIX


			2.1.- La crisis del antiguo régimen (1788-1833). La guerra de la independencia y las cortes de Cádiz. El reinado de Fernando VII y la independencia de la América española


			Muy pocos debieron imaginar lo que se avecinaba en Europa y en España cuando Carlos III fallecía en 1788, y otro Carlos, el IV, subía a un trono que acabará cediendo en dos ocasiones, una a su hijo Fernando en marzo de 1808, otra al mismísimo Napoleón Bonaparte en el encierro de Bayona dos meses después. Antes de todo esto, a los pocos meses de su entronización, Francia se revolucionaba, y el nuevo rey de España protagonizaba un brusco giro conservador, incrementado tras la ejecución (1793) de su primo Luis XVI de Francia, al que intentó salvar sin éxito. Desde ese momento, para evitar en lo posible el contagio revolucionario, se dio un volantazo a la política exterior española, tan ligada a los franceses por los Pactos de Familia. Las Cortes quedaron suspendidas, y también la prensa periódica, tan proclive a las ideas ilustradas, que ahora eran consideradas sospechosas y radicales: “no queremos aquí tanta Ilustración”, dirá Floridablanca, Secretario de Estado. Se cerraba en falso una fase reformista que, pese a todo, acabará acelerando la descomposición del Antiguo Régimen. A pesar de la represión, del control de la comunidad francesa y del engrasamiento de la maquinaria de la Inquisición, la propaganda revolucionaria traspasó los Pirineos, y España se situó del lado contrarrevolucionario europeo, enfrentada a una guerra inútil con la Convención Francesa desde 1793, que nos costó vidas y territorios (Paz de Basilea, 1795). El siglo XVIII no podía terminar peor para España.


			El XIX no empezó mejor. Una epidemia de fiebres y hambrunas recorría un atribulado país que, tras el enfrentamiento con Francia, volvía al redil de su alianza con una nación en la que los militares, con Napoleón a la cabeza, controlaron la situación. Los principios revolucionarios se expandían por la Europa absolutista, donde a pesar de la resistencia de sus clases dirigentes, encontraban eco en sus pueblos, que además contaban con el gran Napoleón el conquistador como supuesto aliado. Convenía en España, pues, tener a Francia —por lo demás ya no tan revolucionaria— como amiga, para controlar los movimientos liberales del interior, o a los que simplemente exigían algo tan pretencioso como una Constitución para España. Mientras, Reino Unido, Rusia, Austria y otros se interponían en la ambición expansiva del emperador. En la costa gaditana de Trafalgar se enfrentaron (1805) las flotas británica y franco-española, con el resultado de rotunda derrota para esta última, nefasta para la marina española, por supuesto con miles de muertos y heridos en ambos bandos. Las aguas atlánticas de Trafalgar debieron teñirse intensamente de rojo.


			La posterior ocupación francesa de la península movilizó de nuevo los recursos en torno a una guerra que se llamó de independencia, y que sometió a España a un fuerte castigo en muerte y destrucción. Cierto es que, en ese intervalo de caos y guerra (1808-1814), las ideas revolucionarias con denominación de origen francés penetraron abiertamente en España, que tuvo que acelerar el paso y presentar su propio modelo de liberalismo. Las Cortes de Cádiz son la cara de la misma moneda que presenta como cruz los asedios y las guerrillas, la represión y el expolio, la sangre derramada y la tragedia de un pueblo. Esa cara puso la primera piedra en la quiebra del Antiguo Régimen, con la Constitución de 1812 como punta de lanza. El regreso de Fernando VII como rey absoluto demuestra que al liberalismo aún le quedaban años de maduración y fortalecimiento, pero que ya era imparable. Como también lo era el proceso histórico que llevaría a los pueblos latinoamericanos a independizarse de su metrópoli, situando a España frente al espejo de su propia decadencia.


			Crisis del Antiguo Régimen. 1.- 1808-1814: invasión francesa, Guerra de Independencia y Cortes de Cádiz


			En Trafalgar se perdió, pero la guerra continuaba. Napoleón debió pensar que, más que una España aliada, quería una España sometida. Y la excusa perfecta fue la ocupación de Portugal, nación que debilitaba el acoso francés a Gran Bretaña. Mediante el Tratado de Fontainebleau (1807), España accedió al paso de unas tropas que acabarán quedándose, provocando el conflicto con nuestro vecino portugués. El Generalísimo Godoy, amigo del rey Carlos IV y al parecer algo más de la reina, favorito de la camarilla real y Príncipe de los Algarves por su pretensión de apropiarse de esta zona meridional portuguesa, lo había organizado todo junto a los invasores franceses —quienes, a su vez, tenían sus propios planes—, siendo protagonista de las intrigas que circulaban por la Corte entre Carlos IV y los partidarios de su inquieto hijo Fernando. A estas alturas, era conocida la hostilidad entre los bandos de Carlos IV/Godoy, de un lado, y del príncipe Fernando, de otro, al que apoyaban sectores nobiliarios y eclesiásticos opuestos al despotismo ministerial del favorito del rey (y también a sus pretensiones fiscales que tanto les perjudicaba).


			Estas intrigas, además de motivar la política napoleónica en la península, desembocaron en el conocido Motín de Aranjuez (marzo de 1808), un levantamiento popular organizado por sectores fernandinos de la nobleza y del ejército en el contexto de la ocupación francesa y la huida de Carlos IV en un posible embarque hacia América. La multitud asaltó el palacio que ocupaba Godoy en Aranjuez, a quien Carlos IV destituyó, aunque finalmente él mismo tuvo que ceder la corona a su hijo, ahora ya Fernando VII. Dos meses después, y ante los ruegos de Carlos y la situación delicada creada por la insurrección popular del dos de mayo en Madrid contra la ocupación, Napoleón —cuya estrategia salía beneficiada de los sucesos de Aranjuez— inició el esperpento de las abdicaciones de Bayona, localidad francesa donde fueron citados los reyes en discordia para abdicar de la corona —a cambio, eso sí, de propiedades y grandes sumas de dinero—, que acabó colocada sobre la cabeza del emperador francés. La dinastía borbónica, después de un siglo escaso de existencia, dejaba de reinar en España, incapaz de aguantar el desafío napoleónico. La Francia del Antiguo Régimen había impuesto a los borbones en España, la Francia napoleónica los eliminaba. España sufría una nueva humillación histórica, y otra vez los españoles se verán trágicamente envueltos entre las veleidades y la irresponsabilidad de sus reyes —que quedaron confinados en territorio francés durante años— y de sus gobernantes, dando por abiertas las hostilidades contra la ocupación francesa. Desde el famoso dos de mayo (1808) madrileño, un levantamiento popular considerado con posterioridad como el pistoletazo de salida para el enfrentamiento entre las naciones francesa y española, comenzó a extenderse en la península la resistencia al invasor. La represión francesa no hizo sino calentar un fervor patriótico más o menos instigado y organizado que, desde luego, no contaba con el apoyo ni la inspiración de la autoridad legal, la Junta Suprema de Gobierno, totalmente desacreditada por su sometimiento al dominio francés.


			El plan del emperador estaba en marcha. Francia intervendría en la península, se quedaría por compensación territorial con una zona comprendida entre el Ebro y los Pirineos, y finalmente sustituiría a los borbones por los Bonaparte. Como buen hermano, Napoleón regaló la corona española a José Bonaparte, quien entre agradecido y preocupado marchó presto a Madrid ese verano de 1808, con el Estatuto o Constitución, también de Bayona, bajo el brazo. Para entonces ya se habían formado diversas Juntas ciudadanas locales como modo de organización de los patriotas contra los franceses y los afrancesados. Sin comprender aún bien del todo el regalo envenenado de su hermano, hizo aprobar en Madrid el estatuto con el que pretendía convencer a todos aquellos que anhelaban una Constitución para España, instalando en la Corte a reformistas afrancesados con un programa para liquidar el Antiguo Régimen (abolición del régimen señorial, desamortización de tierras, desvinculación de mayorazgos…), proclamar los principios del liberalismo (división de poderes con preeminencia del ejecutivo, soberanía compartida rey-nación, derechos y libertades ciudadanas…) y solucionar el inmenso problema financiero de la nación. Una lectura más detallada nos hace afirmar que no era tan revolucionario el estatuto o carta otorgada impuesta a los españoles. En su primer artículo, la religión católica queda como la única permitida, condición puesta por Carlos IV para ceder los derechos de la corona. Los poderes del rey eran muy amplios, y las Cortes tenían una estructura estamental que olía a pasado rancio, sin una clara potestad legislativa. No nombraba un gobierno como tal, y alardeaba de un poder judicial independiente con jueces elegidos por nombramiento real. Un despotismo ilustrado fuera de época, a caballo entre lo antiguo y lo nuevo.


			De poco le sirvió a José I esta herramienta política, que además apenas tuvo aplicación práctica ante la resistencia de ayuntamientos y Juntas. Al poco de llegar tuvo que huir ante el avance dirección norte de tropas españolas que habían salido victoriosas en Bailén (julio de 1808). Desde el dos de mayo, por toda la geografía española se habían alzado movimientos de liberación, y se castigaba duramente a las autoridades españolas que, disfrazadas de patriotismo, se oponían a ellos. Las tropas francesas fracasaban en su avance ante ciudades como Zaragoza o Valencia, maltratadas con brutales asedios, fueron rechazadas en puntos de Cataluña y, pese a la pronta victoria en Alcolea y el pillaje de Córdoba, Andalucía frenó al general Dupont en Bailén. Con algo de optimismo, parecía que la ocupación francesa se acabaría disolviendo en pocas semanas. 35 delegados de las Juntas provinciales, verdaderos depositarios del poder de la resistencia antifrancesa, reunidos en Aranjuez (septiembre de 1808), constituyeron la Junta Central Suprema Gubernativa del Reino, que asumió la autoridad ante la ausencia del legítimo rey Fernando VII y contra la voluntad del amaestrado Consejo de Castilla. Y cuando parecía que echar al francés sería coser y cantar, apareció de nuevo el Gran Hermano Napoleón (noviembre de 1808), pero no solo, sino acompañado de un impresionante ejército de decenas de miles de hombres dispuestos a completar y consolidar la ocupación. Antes de marcharse victorioso, destituyó al Consejo castellano y decretó la abolición de la Inquisición, de los derechos feudales y otros privilegios nobiliarios, además de limitar el poder de su hermano al nombrar gobiernos propios en varias regiones del norte, reservando Cataluña como departamento francés más adelante. A comienzos de 1809, José Bonaparte regresó a Madrid e intentó negociar con las Juntas, que hicieron todo lo posible por contrarrestar sus decretos. A lo largo de ese año, la resistencia española se derrumba ante la superioridad francesa, especialmente tras la derrota en Ocaña (noviembre), que dio paso a la ocupación de Andalucía. No había nada que hacer, o sí, como por ejemplo cambiar de estrategia y hostigar a las fuerzas francesas con multitud de guerrillas de gran movilidad y ataques por sorpresa, dejando a los aliados ingleses de Wellington las batallas a campo abierto. Francia llegaría a dominar en todo momento la zona entre el Ebro y los Pirineos, buena parte del centro peninsular, con dificultades en Andalucía y, sólo en determinados momentos, puntos de Galicia y Portugal. Mientras más territorios controlaban los franceses, más se debilitaban en puntos concretos. De esta forma la guerra se empantanó y evolucionó muy lentamente.


			Dividida y desacreditada por su ineficacia ante el avance francés, la Junta Central pasó de Aranjuez a Sevilla, y de ahí a Cádiz, donde fue destituida y sus miembros encarcelados, no sin antes adoptar ciertas medidas fiscales como una contribución extraordinaria de guerra, y diplomáticas —alianza con el Reino Unido—, además de crear una comisión de Cortes a cuyo frente se situó Jovellanos. La solución bélica, si llegaba, tardaría en hacerlo. Mientras, cabía indagar sobre la responsabilidad histórica del absolutismo en los acontecimientos que se estaban produciendo, y de paso recorrer el camino hacia una forma liberal en la organización política de la nación. Toda vez que la autoridad teórica de la Junta se extinguía, un Consejo de Regencia formado a última hora (enero de 1810, sostenido por los ingleses y vigilado por la Junta de Cádiz) acabó convocando lo que tantos en la liberal, asediada y bulliciosa ciudad de Cádiz anhelaban: unas Cortes o Parlamento cuya principal misión, además de elaborar una primera Constitución que sería histórica, fuese conducir la otra guerra, la ideológica, hacia el campo del liberalismo político, y transitar —manteniendo la monarquía fernandina— la soberanía desde el rey a la nación. Concepto, el de soberanía nacional, que también se está extendiendo entre las colonias americanas, dispuestas a asumir su propio proceso de autonomía o independencia, y que se están preparando para desprenderse, ellas sí, de toda forma de monarquía, sea fernandina o bonapartista.


			Mientras tanto, la guerra contra la ocupación francesa continuaba. Las guerrillas y los contraataques se sucedían, los franceses fracasaban en el asedio a Tarifa (enero de 1812), pero la clave estaba en el avance que por el oeste realizaban las tropas hispano-anglo-portuguesas al mando de Wellington, expulsando a los franceses de Portugal y avanzando hasta la localidad salmantina de Arapiles (verano de 1812), lo que provocó la retirada francesa de Andalucía. Para entonces, la campaña de Rusia absorbía buena parte de los efectivos y recursos de Napoleón, y 1813 se convirtió en el año de la retirada napoleónica de España. La cosa no acabó ahí. El avance aliado continuó más allá de los Pirineos, llegando precisamente hasta Bayona y más allá. El Tratado de Valençay (diciembre de 1813, en cuyo castillo seguían presos papá Carlos IV e hijo Fernando VII), producto de intrigas y dilataciones, ponía fin a las hostilidades. Se reconocía a Fernando VII como legítimo rey de España (que debía mantener a su padre Carlos IV con treinta millones de reales al año para su retiro de oro), y estipulaba la devolución mutua de territorios. Cataluña, anexionada al imperio francés, no fue abandonada por las tropas galas hasta meses después.


			El tratado no fue ratificado por las Cortes de Cádiz, que para entonces ya estaban en plena actividad desde que se reunieran en San Fernando por vez primera el 24 de septiembre de 1810. Fueron elegidas por sufragio indirecto (electores parroquiales, de partido, provinciales y finalmente diputados en cámara única o Asamblea Nacional) y masculino, en un contexto difícil que obligó a nombrar suplentes. Los funcionarios, militares, profesionales y eclesiásticos —clases instruidas, escasa representación campesina, nula de obreros o artesanos— que la formaron (incluyendo la representación americana), no pudieron soslayar el fuerte espíritu liberal que reinaba en la ciudad de Cádiz, y se declararon representantes de la soberanía nacional, a la espera del “deseado” Fernando VII. No obstante, por supuesto que fueron patentes en las Cortes las posiciones de unos —absolutistas serviles— y otros —liberales radicales—, mientras que también había espacio para los denominados “moderados” o jovellanistas. Las diferencias se establecieron según las opiniones acerca del poder que habría de otorgarse al rey o a las Cortes, así como su grado de adhesión a las nuevas ideas liberales. Vista la relación de fuerzas, la futura obra legislativa de las Cortes y la propia Constitución promulgada en marzo de 1812 (La Pepa), fue el resultado de aplicar con moderación y pactismo el pensamiento liberal a las viejas estructuras del Antiguo Régimen, esto es, respetando ciertas tradiciones y frenando posibles excesos. Si los franceses tenían su Estatuto de Bayona, los patriotas tendrían su Constitución de Cádiz, ambos textos participados por el mismo jurista, el ex Consejero de Estado con José I, Antonio Ranz Romanillos. Eso sí, documentos legales de corto recorrido histórico, aunque en el caso de La Pepa, de gran simbolismo y significado posterior.


			Los decretos en Cortes se aprobaban con la animosa participación del público, y los diputados fueron conscientes de la extraordinariedad del momento histórico que estaban protagonizando, aunque con mesura y comedimiento. Depositaron la soberanía (antes del monarca) en la nación de hombres libres e iguales, pero no se plantearon instaurar una república liquidando la monarquía, a la que transformaron en constitucional en la persona de Fernando VII, anulando las abdicaciones de Bayona. Cuando se proclamaban los derechos (extensión de la ciudadanía a las colonias americanas) y las libertades nuevas (como las de imprenta sin censura previa, ni de la iglesia ni de las autoridades), se estaba lanzando un claro mensaje liberal, pero se arrugaban en la cuestión religiosa al establecer un Estado confesional, aunque suprimiendo la Inquisición. Enarbolaron el sufragio universal como derecho y vehículo de la soberanía nacional, pero se preocuparon de que fuera indirecto y de que la mujer no pudiese participar. Pretendieron fulminar la estructura socioeconómica del Antiguo Régimen barriendo gremios, mayorazgos y señoríos, pero dejaron muy claro que no estaban ahí para redistribuir socialmente la tierra, sino para confirmar los derechos de propiedad, fundamento de la sociedad burguesa y de la economía liberal. Se trató con atención los asuntos relativos a los ayuntamientos y las diputaciones provinciales, y la sanción constitucional alentó la fundación de poderes locales, lo que supuso una importante transformación político-administrativa de España. Finalmente, igualaron en derechos y representación a peninsulares y americanos, en un gesto quizá algo tardío hacia la insurgencia colonial.


			Tal vez por esto y por las circunstancias sociológicas de aquella España, porque no era fácil aceptar el modelo liberal francés tras haberlo combatido en los campos y ciudades, o porque se presentaba como un proyecto clasista, la obra de Cádiz apenas tuvo comprensión y respaldo popular, y la restauración del absolutismo al regreso de Fernando —claro que con el apoyo del ejército— no fue muy complicada. No es que las ideas liberales no calaran en las masas, es que éstas estaban mucho más preocupadas por las necesidades básicas de su vida cotidiana. Detrás de la manida afirmación de que el pueblo ignorante rechazó el liberalismo suele esconderse cierta actitud de desprecio y superioridad. En cualquier caso, cuando en enero de 1814 las nuevas Cortes se reunieron en Madrid, fueron mayoría los diputados que renegaron de las reformas, tal vez curándose cobardemente en salud ante el cercano regreso del rey. El caso es que la Constitución de 1812 fue abolida en 1814, tras dos años cumplidos bajo ocupación francesa. Con importancia más simbólica que real, tendrá una gran influencia en la historia posterior de liberalismo, y también en la emancipación americana que ya se estaba desarrollando al otro lado del Atlántico.


			Las consecuencias de la afrancesada o Guerra de Independencia, también llamada “de los Seis Años” o “Guerra Peninsular”, fueron, obviamente, desastrosas. Generó un elevado número de muertos, en ambos bandos, que según cálculos razonables ascienden a unos trescientos mil en el lado español, una cifra considerable si tenemos en cuenta que la población española de la época rondaba los once millones. De la crueldad y la devastación que provocó la guerra a todos los niveles se encargó el pintor Goya, a través de una serie de ochenta y dos grabados conocida como “Los Desastres de la Guerra”. Este artista, que pasó de bucólicos tapices a escenas desgarradoras del conflicto, testimonió con acierto y sensibilidad las tensiones y el horror de una época convulsa y dramática. Además de los muertos y heridos, hay que tener en cuenta el exilio de miles de afrancesados, españoles que habían colaborado con el gobierno de José I y cuyas familias, finalizada la guerra, atravesaron los Pirineos junto a las tropas francesas por miedo a las represalias. Los daños materiales y económicos fueron abrumadores en pueblos, ciudades y campos, edificios, infraestructuras, cosechas, establecimientos industriales y cabañas ganaderas (los franceses se zamparon sin piedad las ovejas merinas que sustentaban la débil industria lanera castellana). Eso sin contar con el saqueo del patrimonio y tesoros que, por ejemplo, permitieron que José I tuviera un retiro de lujo en una mansión de los EE.UU el resto de su vida, amante americana incluida. El que fuera efímero rey intruso de España, conocido como Pepe Botella por su afición al alcohol, contribuyó a que el déficit de la Hacienda pública española se elevase muy por encima de sus posibilidades, aunque en su momento trató de que las clases acomodadas y la iglesia contribuyeran con un impuesto especial. Sin resultado.


			Muestra de lo poco que pintaba España en el concierto diplomático europeo de la época —pese a su contribución a la derrota napoleónica global—, en el Congreso de Viena (1815) ni siquiera se exigió a Francia indemnización alguna para España por daños de guerra. Reflejó la debilidad diplomática de una nación que, no lo olvidemos, había sido aliada de Francia hasta su ocupación pactada. Los enemigos absolutistas de Napoleón no lo olvidaron.


			Crisis del Antiguo Régimen. 2.- 1814-1833: el reinado de Fernando VII. El Trienio Liberal y la independencia de las colonias americanas


			Si alguien había pensado que para instaurar el liberalismo político en España bastaba con convocar unas Cortes y ganar una guerra, estaba equivocado o muy mal informado. En cuanto el panorama bélico se despejó, y mientras la niebla revolucionaria se evaporaba, regresaron las resistencias al cambio y las bravatas absolutistas del Antiguo Régimen. O quizá nunca se fueron, sólo aguardaban un mejor momento. El Consejo de Castilla reclamó su antigua autoridad, lo mismo que las Audiencias, cargos institucionales, nobleza terrateniente y hasta poderes locales. Cuando fue liberado en Valençay (marzo de 1814), Fernando VII contaba con estos apoyos y, fundamental, el de la iglesia y el ejército, además del servilismo de diputados fieles para resucitar el absolutismo. “La monarquía absoluta… es una obra de la razón y de la inteligencia”, rezaba el documento del llamado Manifiesto de los Persas (diputados serviles o absolutistas en abril de 1814), entre otras perlas (curiosa la apelación a la ilustrada “razón” para justificar el absolutismo), por lo que el rey convino en “no jurar ni acceder a dicha Constitución ni a decreto alguno de las Cortes”. El Deseado —que en España se presentaba como víctima de la tiranía napoleónica—, mostraba sus cartas. Resultó que la Constitución tenía en el traidor Fernando VII su principal adversario. Mientras el pueblo español lo había sostenido batallando contra el ejército francés (a la vez que, según testimonio del propio Napoleón, Fernando se ofrecía vilmente a los requerimientos del emperador), y las Cortes se sometían educadamente a su corona, el nuevo rey regresaba sentenciando —decreto de 4 de mayo de 1814— “aquella Constitución y tales decretos nulos y de ningún valor ni efecto”, y no contento con ello declaraba que, por arte de magia, todas las acciones legislativas de las Cortes eran “como si no hubiesen pasado jamás tales actos y se quitasen de en medio del tiempo”. Así es como los vencedores escriben la historia, borrándola si es necesario.


			Mediante campañas de propaganda, llamamientos del clero y de la nobleza a restablecer “el orden”, el apoyo internacional y el definitivo y traidor soporte de determinados oficiales del ejército —generales Palafox, Elío y Eguía, entre otros—, las Cortes no pudieron hacer valer su autoridad y Fernando entró triunfal en Madrid. Hay quien aduce que tampoco hacían falta tantos apoyos, habida cuenta de las actitudes populares de incomprensión y rechazo acerca de la revolución liberal acontecida, pero ya hemos visto que esto puede discutirse. Por si las moscas, se llevó a cabo el pertinente golpe de Estado, la mayor parte del ejército acabó de su parte y se procedió a la necesaria represión de los sectores liberales. El edificio de las Cortes fue saqueado y determinados líderes constitucionalistas condenados o exiliados, siguiendo la estela de los afrancesados. Sin otra opción ni componenda, a partir de entonces en España el cambio político tendría que venir precedido de un pronunciamiento militar, levantamiento o insurrección. Rechazando mediante la fuerza toda forma de acuerdo, Fernando VII —débil y timorato personaje— inauguraba esta forma de entender la política en la historia contemporánea de España. Su programa era poco más que la monarquía tradicional sujeta a dios, unas Cortes estamentales que nunca existieron y un rechazo del liberalismo político por ser contrario a la tradición española. Se restablecieron las instituciones tradicionales, consejos y secretarías, y se regresó a la administración provincial anterior de capitanías generales, y a la local de ayuntamientos con sus regidores y corregidores. Por lo demás, se prohibió la prensa libre, hubo cierre de universidades y se devolvieron a la iglesia las propiedades confiscadas, además de privilegiar a la aristocracia en asuntos de impuestos, pese a encontrarse España en una de sus peores crisis de endeudamiento. Para no ser un golpe de Estado se le pareció mucho, y significó toda una declaración de intenciones para el futuro, pues Fernando se adaptó bien al Antiguo Régimen y apenas cumplió alguna de sus promesas de renovación. Tampoco las instituciones tradicionales se lo facilitaron.


			Fueron seis años (1814-1820) de inestabilidad y creciente descrédito, con un rey bajo la supervisión de la camarilla o gobierno oculto de personajes y tendencias diversas. Arropado el régimen en el contexto internacional de la Europa absolutista del Congreso de Viena, vencedora de Napoleón, y la Santa Alianza —aunque desdeñaron España en sus tratados—, pero con una severa crisis económica y de la Hacienda Real (los funcionarios tardaban meses en cobrar los sueldos, lo que complicó la administración y favoreció la corrupción), agravada por las duras condiciones de posguerra, apenas se hizo algo más que reconstruir lo que se pudo y, como anécdota, habilitar el Museo Real (1819, futuro Museo del Prado) para la exhibición de piezas significativas de la colección real (las que no habían expoliado los franceses o se había quedado un asombrado Wellington como regalo de Fernando VII). Mientras tanto, la oposición liberal se despertaba, y hasta realizó intentonas golpistas contra el régimen absolutista, casi siempre protagonizadas por militares ex guerrilleros (que a la vuelta de Fernando fueron marginados en el escalafón y en los destinos, como Espoz y Mina), dirigidas en la sombra por ideólogos de sociedades secretas, y financiadas por hombres de negocios de ascendencia liberal. Hay que llamar la atención sobre la transformación que había sufrido el ejército desde la guerra de la independencia, cuando se incorporaron mandos no provenientes de la aristocracia, y por tanto más proclives a las ideas liberales, y que en estos años van a protagonizar pronunciamientos contra el absolutismo regresado. A ello se entregaron oficiales como Espoz y Mina, Díez Porlier o de Lacy, y algunos dieron su vida en el intento. Hasta que uno triunfó, pese a la traición y el chivatazo de otro oficial de renombre posterior, O`Donnell: el levantamiento del teniente coronel Rafael del Riego, comenzando el año de 1820.


			Desde la segunda mitad del XVIII se veía venir la otra gran cuestión que preocupaba en España: la situación en las colonias de América. Los levantamientos y motines llevados a cabo en los virreinatos y capitanías obedecían al principio a actitudes opuestas a los incrementos fiscales o a las reformas administrativas que la metrópoli pretendía establecer, pero sirvieron a la postre para aunar voluntades y adquirir capacidades de organización combativa. Años después, la referida invasión francesa de principios de siglo, con el consiguiente vacío de poder creado, sirvió de acicate. Mientras en la península se peleaba contra la ocupación francesa, en las colonias se organizaban también Juntas de gobierno —Montevideo, La Paz, Santa Fe, Caracas, Quito, Buenos Aires…— de los patriotas que, autonomistas o independentistas, extendían la llama de la emancipación, pese a su originaria adhesión a Fernando VII. La Junta Central, mientras tuvo poder de decisión, proclamó en 1809 que las colonias americanas ya no serían tales, sino partes esenciales de la nación española, y por vez primera una autoridad española convocó a representantes americanos, lo que también se estableció para la formación de las Cortes gaditanas. La propia Constitución de 1812 insiste en la igualdad soberana de los españoles de uno y otro lado del Atlántico. Parecía que aún se podía jugar la baza de una autonomía americana dentro de la nación española, al menos mientras se encarara con éxito militar la contienda. Pero desde la derrota decisiva de los españoles ante los franceses en Ocaña (noviembre de 1809), cuya noticia se extendió por las colonias, la suerte estaba echada. Si la monarquía borbónica estaba amenazada de muerte en la península, los insurgentes americanos se encargarían de darle la puntilla en las colonias.


			Durante un tiempo, sin embargo, pareció que las instituciones españolas del lugar serían capaces de controlar la situación, pero no fue así. Bolívar y San Martín, héroes de la liberación al frente del movimiento militar americano, superaron el hostigamiento de las primeras tropas enviadas. Está por ver si el deseo independentista se hubiese aplacado con una política de concesión de autonomías y de liberalización más amplia del sistema comercial, tal y como se pedía desde América, pero el permiso para que los criollos (españoles americanos) pudiesen recibir cargos administrativos no fue suficiente. La fuerza de los monopolios peninsulares, el orgullo rancio de Fernando VII, y su profunda ignorancia y desprecio del problema que afrontaba la nación, hizo lo demás, esto es, ayudó a la formación de una identidad americana antiespañola. Todo se quiso solucionar con el remedio bélico —que no solucionaba nada—, así que se preparó la “reconquista” americana, primero con decenas de buques y miles de soldados al mando del general Morillo en 1815, y pocos años después (cuando ya sólo estaban controlados los territorios de Nueva España y Perú, además de Cuba y Puerto Rico), con el cuerpo del Ejército Expedicionario de Ultramar, todo para sofocar un movimiento americano de liberación que era imparable. Cuando, iniciándose el año 1820, este último contingente estaba preparado para embarcar en Cádiz, se inició la planificada insurrección de los soldados que, arengados por los oficiales Quiroga y Rafael del Riego, eligieron dar un día de gloria a la patria antes que embarcarse rumbo a una muerte segura en la defensa de la soberanía española cuestionada allende los mares. Este nuevo pronunciamiento militar, estancado durante semanas en San Fernando mientras se daban vivas a la Constitución y se componía el afamado himno de Riego, finalmente acabará encendiendo el fuego en otros puntos de la geografía española —gracias a las Juntas del norte y de otras ciudades españolas—, triunfando finalmente en Madrid, donde Fernando tuvo que plegarse y caminar, en marzo de ese año, por la senda constitucional, ante el riesgo de ser detenido y depuesto. Daba comienzo el Trienio Liberal (1820-1823) del reinado fernandino.


			Una vez tomado el poder, los liberales actuaron con rapidez, pero también se dividieron, debilitando el movimiento y dando aire al absolutismo y a las posiciones conservadoras. Mientras decretaban amnistías, restituían ayuntamientos constitucionales, suprimían la Inquisición o se restablecían las libertades básicas, el bando liberal quedó escindido entre moderados y exaltados, doceañistas (muchos de ellos integrantes de las Cortes de Cádiz) y veinteañistas. Los primeros, con una actitud reformista respecto a la Constitución del 12 y sostenedores de la institución monárquica (quién lo diría), querían gobernar con más cautela y elitismo; los segundos, intentando aglutinar a las clases populares urbanas, exigían el cumplimiento rápido y radical de las leyes, prescindiendo de los tradicionales órganos de poder, siendo firmes defensores de la Pepa. Buena parte de las medidas tomadas en Cádiz, y anuladas posteriormente, fueron renovadas. La supresión de la Inquisición fue definitiva, acompañada del saqueo de sus archivos. Por ley se eliminaron todas las órdenes religiosas monacales, por inútiles y grandes propietarias de tierras —se acometió una importante desamortización—, pero España continuó siendo un país lleno de curas, monjas y frailes que se negaban a aceptar la Constitución. Se acusó al Trienio de anticlerical, pero más acertado sería afirmar que la iglesia secular y regular fue antiliberal, insolidaria y contrarrevolucionaria, pese a la existencia de sectores eclesiásticos más cercanos a la legalidad constitucional. Se decretó, otra vez, la abolición de los mayorazgos y del régimen señorial. Se revisó la Constitución, se devolvió el poder a las autoridades municipales, afrontaron reformas administrativas y educativas, y se convocaron elecciones. Hasta ahí, muy “liberal”, pero cuando se tropezaban con demandas populares, como la abolición de los consumos (impuestos indirectos sobre artículos de primera necesidad), o que los ricos contribuyeran más con sus rentas a la Hacienda pública, las diferencias se hacían notar. Los liberales necesitaban el apoyo de las cambiantes masas urbanas, pero no estaban dispuestas a pagar cualquier precio. Los gobiernos liberales en Madrid, inestables, se sucedieron teniendo que soportar la indiferencia y la desobediencia de las provincias, la presencia inquietante de la Milicia Nacional (con la misma misión de defender al Estado liberal que el propio ejército nacional) y la formación de “sociedades patrióticas”, así como la influencia de una prensa pletórica de actividad. Durante el Trienio Liberal, los grupos urbanos —pequeña y mediana burguesía, trabajadores, profesionales— asumieron esta segunda oleada de liberalismo mucho más que la anterior, sin las circunstancias históricas que limitaron su expansión durante la Guerra de la Independencia.


			Fiel a la tradición revolucionaria, por distintas zonas se fueron formando Juntas locales y provinciales, hasta la creación de la Junta Provisional Consultiva, que asumió el poder en marzo de 1820, mientras se instituían las futuras Cortes (verano del mismo año). Los moderados pronto dominaron en las instituciones, y los más revolucionarios tuvieron que contentarse con ejercer la oposición política y social, que en ocasiones puso al gobierno moderado contra las cuerdas. Pero también se hacían ver los partidarios del absolutismo, con movimientos armados de importancia, a destacar la sublevación en Madrid (1822) de la Guardia Real, que, una vez derrotada, puso al gobierno en manos de los veinteañeros o exaltados. Mientras tanto, que el rey conspiraba era un secreto a voces, tanto en el interior (Juntas y guerrillas absolutistas en Aragón, Galicia o Navarra, precursoras del carlismo), como con los poderes absolutistas del exterior, de donde vino finalmente su salvación. No hay que olvidar que en Europa el absolutismo había triunfado sobre la revolución napoleónica en 1815, y que las viejas monarquías estaban dispuestas a intervenir en España en favor del monarca para salvaguardar el orden absolutista, tal y como ya habían hecho en Nápoles. En 1822, reunidos en Verona, decidieron un escarmiento a los liberales españoles, y Francia al año siguiente se hizo cargo del asunto, poniendo en marcha un impresionante ejército (los Cien Mil Hijos de San Luis, rey francés, que algunos reducen en realidad a poco más de la mitad), mientras las Cortes incapacitaban al rey, instituían una regencia y trataron de resistir, otra vez, en la mítica Cádiz. Los invasores avanzaron con rapidez, nada que ver con la resistencia de años atrás, pese a los esfuerzos de algunas guarniciones y de militares como Riego y Espoz y Mina. Fiel al rey, el resto del ejército no intervino, o estaba enfrascado en la guerra americana. Tampoco hubo la reacción popular esperada ante la nueva invasión francesa, mientras que los sectores monárquicos prestaron su apoyo a los franceses. Además, en esta ocasión, los ingleses miraron hacia otro lado, si acaso permitieron la huida de los liberales por Gibraltar. Nótese que es la segunda vez que el liberalismo era vencido por la fuerza en nuestra nación. Corría el año 1823, y el ejército francés, ahora absolutista, derrotado en tierras españolas hacía apenas dos lustros, había vuelto a traspasar los Pirineos, esta vez para ahogar la revolución y entregar la plena soberanía a un rey que había hecho de la traición, la mentira y la hipocresía, con su toque personal de ineptitud, su particular pócima de gobierno.


			De la tercera etapa del reinado de Fernando VII (1823-1833, la llamada década ominosa), poco más se puede destacar que la represión contra los liberales, que fue más feroz que en 1814, una auténtica depuración política y administrativa —incluso dentro del ejército, de la iglesia y de la universidad—, lo que provocó una gran cantidad de exiliados. Riego y otros fueron ejecutados, muchos más condenados y encarcelados. La regencia absolutista, a la espera de la liberación de Fernando, arrestó a los diputados que pudo y secuestró sus bienes. La represión no fue sólo oficial, también se sumaron a la misma elementos populares en un verdadero escenario cruel de venganzas y disputas personales. La mayoría de las medidas del Trienio fueron anuladas, menos la supresión de la Inquisición, por presiones francesas. Se restituyeron los derechos señoriales, y las instituciones religiosas suprimidas se restauraron con sus tierras desamortizadas devueltas. La Hacienda pública tuvo que soportar los gastos de la invasión francesa y el acantonamiento durante años de las tropas galas en suelo peninsular, verdadero sostén de Fernando VII. Cuando el rey fue finalmente liberado en Cádiz a finales de septiembre, en esta ocasión sí que aprobó todo lo que la regencia absolutista de Madrid había dispuesto en su ausencia, y se dispuso a reinar otra vez con un rencoroso espíritu de revancha.


			Presionado por Francia ante la intensidad de la represión, el nuevo gobierno prometió una amnistía, otro de esos asuntos recurrentes en nuestra historia por los continuos y violentos cambios de gobierno. Se publicó en 1824, con tantas excepciones que apenas tuvo efectos, si acaso para encender aún más los ánimos de los absolutistas más puros, que desde entonces vigilaron —Voluntarios Realistas— de cerca las intenciones reformistas de algunos dirigentes, y hasta organizaron manifestaciones y sublevaciones —por ejemplo la de los Malcontents, insurrección catalana de 1827—, algunas de ellas en apoyo del que ya se perfilaba como el auténtico adalid del absolutismo real: don Carlos, el hermano del rey que, no lo olvidemos, era el heredero al trono por esos años. Por su parte, los liberales (políticos, militares, tropas) en el exterior, prisioneros o refugiados, se organizaron desde Gibraltar, Londres o París, y entre las varias intentonas golpistas que trataron de organizar caben destacar las incursiones a través de la frontera pirenaica en 1830 —con una monarquía liberal triunfante en Francia, la de Luis Felipe de Orleans—, y un año después la del general Torrijos y otros liberales, ambas concluidas en fracaso por falta de coordinación y de apoyos internos suficientes.


			Lo que también fracasó definitivamente —aunque la diplomacia española negase la realidad— fueron los intentos de mantener la soberanía de las colonias americanas, pues su independencia se completó prácticamente durante el Trienio Liberal. Con el tiempo se fue proclamando el nacimiento de los nuevos países y constituciones que resultaban de la desintegración del imperio. Desde 1816 se había iniciado otra ola secesionista que ya no se detendrá. Desde Venezuela y Argentina, los líderes Bolívar y San Martín, esta vez descaradamente apoyados por los Estados Unidos y Gran Bretaña, lograron romper las líneas españolas. Durante el Trienio Liberal hubo intentos de reconducir la cuestión hacia un modelo de federación hispánica, con la creación de tres secciones de Cortes en territorio americano, en Nueva España, Nueva Granada y en la región de Perú, Chile y Buenos Aires. Se trataba de un último intento de reconciliación, pero las Cortes lo rechazaron, cavando su propia fosa de separación. En 1824, el ejército español en América estaba hundido, sin medios y sin refuerzos a la vista. La derrota en Ayacucho (diciembre de ese año 1824), definitiva, hizo clamar a más de un soldado español por el fin de la guerra, de la que “estábamos todos bien hartos”. El mapa político del mundo tendría que inscribir a partir de entonces a las nuevas naciones de Ecuador, Venezuela, Argentina, Colombia, México, Chile, Perú, Bolivia y otras. Del vasto imperio español que a finales del XV empezábamos a vislumbrar, sólo restaban algunas posesiones como Filipinas, Cuba o Puerto Rico, lugares con los que se mantuvo relaciones comerciales renovadas que no compensaban la definitiva pérdida económica (en recursos y mercados) que significaba la masiva emancipación, máxime cuando el empeño en no reconocer esta realidad privó a España de haber establecido tratados de comercio, en posiciones ventajosas, con las nuevas naciones americanas. Cuando se admitió que la soberanía era tan importante como los negocios comerciales, ya era demasiado tarde.


			España pudo librarse en su día de la ocupación francesa, pero no pudo evitar que sus territorios americanos lograsen la independencia. En todo caso, ni España estaba en condiciones de mantener el territorio, ni el resto del mundo, ingleses y estadounidenses a la cabeza, se lo iba a permitir. Entre el Tratado de Utrecht (1713, pérdida de posesiones europeas) y la pérdida colonial a la altura de 1824, España quedaba restringida a poco más que el territorio peninsular que le correspondía. La decadencia española se consumaba.


			Conclusiones y reflexiones sobre la crisis del Antiguo Régimen (1788-1833)


			La etapa 1788-1833 está considerada en España como un período convulso (revoluciones y contrarrevoluciones, enfrentamientos bélicos, difusión irregular del liberalismo político, crisis de la monarquía tradicional) que contribuyó sustancialmente a crear el necesario debate político y social que, superando el absolutismo y el relato puramente intelectual de la Ilustración, diera lugar a la primera quiebra del Antiguo Régimen y a la aprobación de la primera Constitución española. Una revolución liberal capitaneada —y controlada— por las Cortes de Cádiz. empeñada en remover los obstáculos institucionales que el Antiguo Régimen —y sus principales beneficiarios, esto es, el monarca, la iglesia y los miembros de la administración y de la nobleza— ponía al desarrollo de una nueva manera de organizar el poder y las relaciones sociales y económicas en España.


			La revolución francesa de 1789 trastocó el escenario político europeo, y especialmente el español, que giraba en torno a Francia desde la llegada de los borbones al trono. Con la vuelta a las hostilidades entre Inglaterra y Francia en 1804, Napoleón exigió —y obtuvo con creces al poner a su disposición un enorme contingente militar— el apoyo de España, que al año siguiente se enfrentaría en Trafalgar a una de las derrotas más dolorosas de nuestra historia, ya que nos dejaba sin los buques necesarios para la actividad comercial y la protección de los territorios americanos. Pero Napoleón, que ganaba en tierra lo que perdía en el mar, siguió apretando y forzó a España en 1807 a la aceptación de las tropas que habrían de invadir Portugal, tal y como hemos visto más arriba. Hay autores que ven la doble estrategia del emperador: quedarse con las coronas de España y Portugal, y por ende, con sus respectivos imperios coloniales. La jugada no estaba mal, y aunque a la postre Francia no la ganara, generará como efecto colateral un enorme impacto desestabilizador para los intereses de España.


			Ya conocemos los hechos que desencadenaron la invasión del ejército francés, aunque hay que advertir que, al menos en su origen, obedecía a un acuerdo entre las partes, lo que pone en debate el propio concepto de “invasión”. El caso es que, si el siglo XVIII había empezado con una guerra llamada de “sucesión” que nos puso en manos de los borbones franceses, el XIX lo hacía con otra de “independencia”, y en este punto no hay que olvidar que, tras las abdicaciones de Bayona, España había quedado absorbida por Francia. Demasiadas guerras —y más que llegarán— para un país empobrecido. Conflictos además en nuestro suelo patrio, para más sufrimiento y destrucción. En estos conflictos suelen destacarse los aspectos bélicos sobre los ideológicos. Todo el mundo se une contra un enemigo externo, y así los escritores pueden hablar de las “hazañas” del pueblo español frente a la superioridad militar del ejército francés. Una quijotada, otra épica de una nación guerrillera que desprecia tanto el poderío francés como la ayuda británica. Pero aparte de la leyenda más o menos “histórica” del asunto, hay dos visiones sobre la Guerra de la Independencia que no deberíamos obviar. Una nos acerca al enfrentamiento ideológico de fondo, y los contendientes están en ambos bandos. Me refiero a la contienda entre el absolutismo y el liberalismo, entre la España de siglos y la que, aprovechando el conflicto, los liberales quieren introducir, tanto los liberales franceses que acompañan a la Corte de José I, como los liberales españoles que pelean dentro del bloque patriota contra los invasores, tratando de reinventar un liberalismo en oposición al francés. La otra realidad que esconde la visión belicista de la guerra es el enfrentamiento de carácter social que se establece entre los dirigentes de las Juntas —normalmente de origen nobiliario— y el grueso popular o pequeño-burgués de las mismas, que en numerosas ocasiones hacía la guerra por libre, sin acatar órdenes, mostrando con la indisciplina su lucha de clases contra la élite de una España que, tras la contienda, regresaría al ejercicio y a la ostentación de su poder como antes de que se produjera. Hubo, pues, varias guerras dentro de la Guerra de la Independencia contra los franceses. Jovellanos la calificó de guerra civil. Y eso aparte de que ésta se insertara en otra de más amplio alcance que enfrentaba a Napoleón con las potencias absolutistas de la época.


			Hemos citado las Juntas, esa forma original de organización popular o sectorial, que surge más o menos espontáneamente ante un acontecimiento o situación política crítica, y es el momento de reflexionar sobre este fenómeno que vamos a ver en otras etapas de nuestra historia contemporánea. Cierto que en este momento invocaron la defensa del rey Fernando —que de traidor pasó a rey engañado y sometido por Napoleón, y a deseado por el pueblo— y de la religión católica, además de apelar al patriotismo clásico. Pero no deja de ser un contrapoder popular autoorganizado frente a las autoridades establecidas, a las que trata de sustituir. Con España ocupada, la Junta Suprema de Gobierno sometida y el Consejo de Castilla paralizado, surgieron por todo el territorio Juntas locales y provinciales, con atribuciones variadas, que se fueron organizando con el objetivo, en principio, de cubrir el vacío político, afrontar los retos de la ocupación y enfrentarse con garantías a los franceses, denunciando a los afrancesados y planeando las estrategias a seguir. El protagonismo popular de estas Juntas no se pone en entredicho, mientras no se aclara del todo el papel de la nobleza, de los militares que se dividieron en su actitud ante las mismas y del clero oficial que se mantuvo al margen. Esto plantea la cuestión de la legitimidad, que en buena parte se trasladó desde las instituciones oficiales a la organización popular. Este aspecto revolucionario de la Guerra de la Independencia es digno de tener en cuenta, habida cuenta de su importancia histórica y política, incluso aunque se acuse a las Juntas antifrancesas de reaccionarias o conservadoras, por constituirse en defensa del poder de un rey absoluto, como así fue en esta ocasión. No olvidemos que, fruto también de esta dinámica, el proceso condujo a las liberales Cortes de Cádiz. Las Juntas locales —destaca la de Sevilla, que asumió el liderazgo—, en aras de una mayor eficacia global, formaron Juntas provinciales que, ahora sí, pasaron a estar manejadas por una capa más “respetable” de la población, salida entre propietarios, oficiales del ejército, clérigos o funcionarios, y su carácter revolucionario y popular se diluyó, aunque hubo de todo. Además de probar la capacidad de iniciativa y autogobierno de los pueblos y ciudades españolas, las Juntas supusieron todo un reto para los poderes establecidos, pero también para quienes, buscando su apoyo en pronunciamientos e insurrecciones, pronto debían enfrentarse a ellas para templar la revolución. Veremos a lo largo de estas páginas algunos ejemplos del juntismo como fenómeno socio-político de la España del XIX, utilizado también por los americanos en su lucha contra el dominio español en las colonias.


			Quizá la cuestión que más reflexiones provocan estos acontecimientos sea el asunto de los patriotas y, en contraposición y despectivamente, de los afrancesados. Si convenimos que los primeros son el heterogéneo grupo humano que se opuso a la ocupación francesa —con intereses opuestos en según qué temas—, los segundos han sido estigmatizados en la historia como serviles a los invasores, bien por motivos personales o profesionales, bien por estar convencidos de que sólo la presencia francesa garantizaba el triunfo de las ideas liberales en España. Ni todos los patriotas luchaban por la misma España —unos absolutistas, otros liberales, los más simplemente españoles repeliendo una invasión sin una clara orientación ideológica—, ni todos los afrancesados fueron unos colaboracionistas sin más vendidos a las nuevas autoridades foráneas. Estos últimos alegaron que desde sus posiciones pacifistas garantizaban la independencia de España, dado el carácter inevitable de la ocupación, y muchos protestaron con firmeza aunque en vano contra la anexión que el emperador realizó respecto de los territorios al norte del Ebro. Además, aceptando la monarquía de José I, podían presumir de evitar la anarquía y hasta la república. En fin, que era la única forma de derribar el Antiguo Régimen español, tarea imposible sin la ayuda francesa, pese a que los liberales de Cádiz marcaban el camino nacional hacia el liberalismo por la vía de la independencia (con fracaso final, pues España fue liberada pero cayó bajo el absolutismo de Fernando VII). La mayoría quiso conservar sus cargos y juraron fidelidad a la autoridad francesa. Quizá la diferencia más clara entre los liberales españoles y los afrancesados era que, mientras los primeros hacían la revolución política desde abajo, los segundos eran elitistas que despreciaban al pueblo y se disponían a realizar las reformas desde arriba, desde el poder. El caso es que muchos afrancesados fueron señalados y perseguidos, y más de diez mil familias tuvieron que marcharse a Francia tras la derrota de las tropas imperiales en Vitoria.
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